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III. OTRAS DISPOSICIONES

CORTES GENERALES
7009 Resolución de 25 de febrero de 2009, aprobada por la Comisión Mixta para las 

Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en relación al Informe de fiscalización 
de la contratación celebrada por la Tesorería General de la Seguridad Social 
durante el ejercicio 2005.

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, en su sesión del 
día 25 de febrero de 2009, a la vista del Informe remitido por ese Alto Tribunal acerca del 
Informe de fiscalización de la Contratación celebrada por la Tesorería General de la 
Seguridad Social durante el ejercicio 2005, acuerda:

Instar a la Tesorería General de la Seguridad Social:

1. Para que cada contrato se justifique o motive explícitamente, en función de las 
circunstancias reales que concurran. Explicitando tanto el objeto del contrato como el 
procedimiento elegido y la forma de adjudicación a aplicar, superando justificaciones de 
carácter estrictamente formal o la mera alusión a la normativa de referencia.

2. A la redacción de pliegos tipo aplicables a contratos de naturaleza análoga. Con su 
aplicación, se evitará la utilización de modelos excesivamente genéricos que obligan a 
incluir múltiples cláusulas de contenido muy diverso, incrementando el riesgo de error en 
su aplicación a los contratos específicos.

3. A que establezca el procedimiento que permita la verificación sistemática de la 
obligación de encontrarse los contratistas al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
con la Seguridad Social, en el momento preciso de efectuar a su favor los pagos derivados 
de los contratos.

4. A evitar que la supresión del Sistema de Adquisición Centralizada en los suministros 
para los que exceden de los importes establecidos en la norma vigente, se traduzca en un 
incremento de las contrataciones de suministros por procedimiento negociado.

5. A que los servicios que se contraten de forma centralizada, siempre que ello sea 
posible, se promueva la concurrencia entre las empresas catalogadas para la obtención 
de mejoras en las condiciones de las ofertas tipo, dejando la oportuna constancia de ello 
en el expediente de contratación.

6. A publicar en el «Boletín Oficial del Estado» las resoluciones de adjudicación de 
adquisiciones y enajenaciones de inmuebles, para favorecer con ello la transparencia de 
la contratación.

7. A que estudie medidas que pudieran incrementar la transparencia en las actuaciones 
que lleve a cabo en materia de enajenación de viviendas y locales de negocio previamente 
arrendados, de forma que, al tiempo que se vela por la salvaguarda de los derechos e 
intereses patrimoniales de la Seguridad Social, puedan ser tenidos en cuenta también los 
legítimos intereses de los arrendatarios.

8. A la regulación de la expedición de órdenes de pago a justificar para atender los 
gastos en los que no pueda aportarse la oportuna documentación justificativa en el 
momento del pago.

9. A solicitar la designación de representante de la Intervención General para asistir 
a la recepción de los contratos cuyo bien no sea tangible y material.

10. A que en los contratos adjudicados mediante concurso, se apliquen criterios 
objetivos de adjudicación, oportunamente justificados, ponderando debidamente el sistema 
de valoración del criterio del precio en sí mismo considerado.

11. A que se planifique adecuadamente las obras que se prevea contratar, de forma 
que puedan identificarse con suficiente precisión las ofertas desproporcionadas o 
temerarias, y a su vez, evitarse posteriores modificaciones, ampliaciones de plazo, obras 
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complementarias y reajustes de anualidades, con el consiguiente incremento del precio y 
la demora en su puesta a disposición del servicio público previsto.

12. A continuar con los trámites de gestión necesarios para que se apruebe una 
nueva relación de puestos de trabajo de la Gerencia de Informática, que permita garantizar 
la dirección y control de los proyectos informáticos por personal propio debidamente 
cualificado, evitando la actual dependencia externa en el área de la contratación de 
asistencia técnica informática, que de ser posible debe llevarse a cabo mediante concurso 
público, previa descripción de las necesidades a satisfacer y de los trabajos que se 
pretende realizar.

13. A que periodifique adecuadamente la adquisición de suministros durante todo el 
ejercicio económico, evitando la concentración de adjudicaciones de contratos de esta 
naturaleza durante los últimos meses.

Instar al Tribunal de Cuentas a:

14. Que examine periódicamente que la contratación celebrada por la Tesorería 
General de la Seguridad Social se ajuste a los principios establecidos en la normativa 
vigente en cada momento, comprobando de forma concreta, si se está cumpliendo con las 
anteriores Resoluciones y las recomendaciones efectuadas por el Tribunal en informes 
anteriores.

Palacio del Congreso de los Diputados, 25 de febrero de 2009.–La Presidenta de la 
Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, María Isabel Pozuelo 
Meño.–El Secretario de la Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas, 
Carmelo López Villena.
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INFORME DE FISCALIZACIÓN DE LA CON-
TRATACIÓN CELEBRADA POR LA TESORERÍA 
GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL DURAN-

TE EL EJERCICIO 2005

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio 
de su función fiscalizadora establecida en los artícu-
los 2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 
de mayo, y a tenor de lo dispuesto en los artículos 12 
y 14 de la misma disposición y concordantes de la 
Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del 
Tribunal de Cuentas, ha aprobado en su sesión de 28 
de febrero de 2008, el Informe de Fiscalización de la 
Contratación celebrada durante el ejercicio 2005 por 
la  Tesorería General de la Seguridad Social, y ha 
acordado su elevación a las Cortes Generales, según 
lo prevenido en el artículo 28.4 de la Ley de Funcio-
namiento.
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ANEXO 

SIGLAS Y ABREVIATURAS

DOUE Diario Oficial de la Unión Europea.
GISS  Gerencia de Informática de la Seguri-

dad Social.
IGAE  Intervención General de la Administra-

ción del Estado.
IGSS  Intervención General de la Seguridad 

Social.
INSS  Instituto Nacional de la Seguridad 

Social.
IPC Índice de Precios al Consumo.
IVA Impuesto sobre el Valor Añadido.
JCCA  Junta Consultiva de Contratación Admi-

nistrativa.
LCAP  Ley de Contratos de las Administracio-

nes Públicas.
LPAP  Ley del Patrimonio de las Administra-

ciones Públicas.
LFTCU  Ley de Funcionamiento del Tribunal de 

Cuentas.
LOFAGE  Ley de Organización y Funcionamien-

to de la Administración General del 
Estado.

LGP Ley General Presupuestaria.
LOTCU Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas.
LRJAP-PAC Ley de Régimen Jurídico de las Admi-

nistraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común.

MUFACE  Mutualidad General de Funcionarios 
Civiles del Estado.

RGLCAP  Reglamento General de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.

SEGIPSA  Sociedad Estatal de Gestión Inmobilia-
ria de Patrimonio, S.A.

TGSS  Tesorería General de la Seguridad 
Social.

TRLCAP  Texto Refundido de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas.

TRLGSS  Texto Refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social.

UTE Unión Temporal de Empresas.

SECCIÓN I. CONSIDERACIONES GENERALES

I.1 Iniciativa del procedimiento fiscalizador

La realización de este procedimiento de fiscalización 
se lleva a cabo, en el ejercicio de la función fiscalizadora 
que la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal 
de Cuentas y la Ley 7/1988, de 5 de abril, reguladora de 
su Funcionamiento, atribuyen al Tribunal de Cuentas, a 
iniciativa del propio Tribunal, una vez acordada por el 
Pleno su inclusión en el Programa de Fiscalizaciones del 
Tribunal de Cuentas para el año 2007.

La fiscalización de los contratos celebrados por la 
Administración del Estado y demás entidades del Sec- cv
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tor público es una competencia del Tribunal de Cuentas 
que está prevista, de forma expresa, tanto en la citada 
Ley Orgánica 2/1982, en su artículo 11, como en la 
también citada Ley 7/1988, en sus artículos 39 y 40, al 
tiempo que, como pone de manifiesto la «Instrucción 
general relativa a la remisión al Tribunal de Cuentas de 
los extractos de los expedientes de contratación y de las 
relaciones de contratos celebrados», aprobada a su vez 
por el Pleno del Tribunal de Cuentas en su reunión cele-
brada el 30 de marzo de 2005, la fiscalización de la 
contratación constituye uno de los objetivos prioritarios 
en la actividad fiscalizadora del Tribunal de Cuentas, lo 
que responde al hecho de que esta contratación es una 
de las áreas de la actividad del Sector público que 
mayor volumen de recursos económicos gestiona. 

En este contexto, la fiscalización de los contratos 
celebrados por la Administración General del Estado y 
por las demás entidades del Sector público estatal 
puede realizarse por dos vías perfectamente compati-
bles entre sí:

1. Mediante la realización de una Fiscalización 
global relativa a la contratación de todo el Sector públi-
co estatal.

2. Mediante la realización de Fiscalizaciones 
Especiales para la contratación de cada una de las diver-
sas entidades que conforman el Sector público estatal.

La presente Fiscalización de la contratación cele-
brada durante el ejercicio 2005 por la Tesorería General 
de la Seguridad Social, en adelante TGSS, se incluye 
dentro de este segundo grupo de Fiscalizaciones Espe-
ciales.

I.2 Órganos de contratación de la Tesorería General 
de la Seguridad Social

La TGSS es un Servicio Común con personalidad jurí-
dica propia, en el que, por aplicación de los principios de 
solidaridad financiera y caja única, se unifican todos los 
recursos financieros, tanto por operaciones presupuesta-
rias como extra presupuestarias, y que tiene a su cargo la 
custodia de los fondos, valores y créditos y las atenciones 
generales y de los servicios de recaudación de derechos y 
pagos de las obligaciones del sistema de la Seguridad 
Social. Asimismo, la titularidad del patrimonio único de la 
Seguridad Social corresponde a la TGSS.

La TGSS, de acuerdo con los artículos 59 y 63 del 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social (en adelante TRLGSS) ostenta, al igual que las 
Entidades Gestoras de la Seguridad Social, la naturale-
za de entidad de Derecho público y se encuentra plena-
mente sujeta a la aplicación de las prescripciones del 
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas (en adelante TRLCAP) en mate-
ria de contratación (artículos 1.3 del TRLCAP, 95 del 
citado TRLGSS, y disposición adicional sexta de la 
LOFAGE, que las equiparó en materia de contratación 

a los Organismos Autónomos), así como a lo dispuesto 
en el Real Decreto 1221/1992, de 9 de octubre, sobre el 
patrimonio de la Seguridad Social. 

Desde el punto de vista organizativo, debe señalarse 
que el Real Decreto 1600/2004, de 2 de julio, por el que 
se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales, suprimió la Subdi-
rección General de Informática de la TGSS, cuyas fun-
ciones fueron asumidas por la Gerencia de Informática 
de la Seguridad Social (en adelante GISS) la cual, con 
la naturaleza de Servicio Común de la Seguridad Social, 
sin personalidad jurídica y con nivel orgánico de Subdi-
rección General, ha quedado adscrita a la Secretaría de 
Estado de la Seguridad Social, sin perjuicio de su 
dependencia funcional respecto de cada Entidad Ges-
tora de la Seguridad Social, de la Intervención General 
de la Seguridad Social (en adelante IGSS) y de la TGSS, 
respecto de los programas y proyectos que afecten a su 
competencia respectiva. 

Como quiera que la TGSS ha seguido actuando 
durante todo el ejercicio 2005 como órgano de contra-
tación de la GISS, a partir de la entrada en vigor del 
citado Real Decreto 1600/2004, el presente Informe de 
Fiscalización incluye los resultados y conclusiones de 
la contratación de la GISS integrados en los correspon-
dientes a la TGSS, sin perjuicio de realizar las mencio-
nes concretas a la GISS que resulten convenientes.

Por otra parte, debe señalarse también que el Direc-
tor General de la TGSS es el órgano de contratación de 
este Servicio Común, con las limitaciones establecidas 
en el artículo 12 del TRLCAP, respecto de los contratos 
de más de 901.518,16 euros 1, que requieren autoriza-
ción previa del titular del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales, y de los contratos de presupuesto igual o 
superior a 12.020.242,09 euros que requieren la autori-
zación del Consejo de Ministros.

Sin perjuicio de lo anterior, el Director General de la 
TGSS ha delegado 2 sus competencias de contratación 
en los siguientes órganos:

a) En el Secretario General de la propia TGSS, a 
excepción de las facultades de ordenación de inicio de 
los expedientes y de adjudicación de los contratos que, 
por su cuantía, requirieran de autorización o acuerdos 
previos.

b) En el Subdirector General de Gestión del Patri-
monio, Inversiones y Obras respecto de los contratos de 
ejecución de obras, de gestión de servicios públicos, de 
suministro, de consultoría y asistencia y de servicios, 
cuando hayan de llevarse a cabo en la gestión y admi-

1 Importe fijado en la Disposición Transitoria tercera del pro-
pio TRLCAP.

2 Hasta el día 19 de noviembre de 2005, fecha en la que entró en 
vigor la Resolución de 24 de octubre de 2005, de la TGSS, de dele-
gación de competencias en sus órganos centrales y provinciales y en 
la GISS, estuvieron vigentes la Orden Ministerial de 21 de mayo 
de 1996, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y las Resolu-
ciones de 25 de mayo de 2000 y de 22 de abril de 2003, del propio 
Director General de la TGSS. cv
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nistración del patrimonio inmobiliario no adscrito a los 
fines de la Seguridad Social 3 y, asimismo, respecto de 
los contratos de administración, adquisición y disposi-
ción del patrimonio de la Seguridad Social, excluidas 
las competencias de aprobación del expediente y de 
adjudicación del contrato.

c) En los Directores Provinciales, respecto a los 
contratos administrativos que hicieran referencia a los 
créditos descentralizados o habilitados a la correspon-
diente Dirección Provincial y a los bienes patrimonia-
les radicados en el respectivo ámbito provincial, siem-
pre que su importe inicial sea igual o inferior a 650.000 
euros, respecto a las Direcciones Provinciales de Illes 
Balears, Barcelona, Granada, Madrid, Sevilla, Valen-
cia, Vizcaya y Zaragoza; igual o inferior a 450.000 
euros, respecto a las Direcciones Provinciales de Ali-
cante, Almería, Burgos, Cádiz, Ciudad Real, Córdoba, 
A Coruña, Girona, Guipúzcoa, Málaga, Murcia, Astu-
rias, Las Palmas, Pontevedra y Tarragona; y a 360.000 
euros, respecto a las restantes Direcciones Provincia-
les 4, y también respecto a la facultad para firmar, en 
nombre de la TGSS, los documentos de formalización 
de los contratos de administración, adquisición y dispo-
sición del patrimonio de la Seguridad Social, previa 
aprobación por el órgano competente de los Servicios 
Centrales de la TGSS.

d) En el titular de la GISS, las competencias en 
materia de contratación, referidas al Presupuesto de 
Gastos de la GISS, previa propuesta, en su caso, de la 
Mesa Central de Contrataciones de la TGSS, a excep-
ción de las facultades de ordenación del expediente y 
de adjudicación de los contratos que, por su cuantía, 
requieran autorización o acuerdos previos 5.

Con carácter general quedaron excluidas de estas 
delegaciones en materia de contratación, las facultades 
de interpretación de los contratos, resolución de las 
dudas sobre su cumplimiento, su modificación por 
razón de interés público, y su resolución.

En relación con las anteriores delegaciones de las 
competencias del Director General de la TGSS, en 
materia de contratación, cabe señalar que, a la vista de 
las Relaciones Certificadas comprensivas de la totali-
dad de la contratación celebrada en el ejercicio 2005 
rendidas a este Tribunal, no se ha detectado ningún caso 
en el que los órganos de contratación con facultades 
delegadas hayan sobrepasado los límites económicos 
de la delegación de competencias, establecidos para 
cada uno de ellos.

3 La Resolución de 24 de octubre de 2005, de la TGSS sobre 
delegación de competencias sustituyó la expresión «patrimonio 
inmobiliario no adscrito a fines de la Seguridad Social» por la más 
precisa de «patrimonio inmobiliario no adscrito a oficinas u otros 
servicios administrativos de la Seguridad Social».

4 La Resolución de 24 de octubre de 2005, de la TGSS no modi-
ficó estas cuantías, que habían sido establecidas mediante la Reso-
lución de 23 de abril de 2003. 

5 Esta delegación de competencias fue establecida por la repeti-
da Resolución de 24 de octubre de 2005.

SECCIÓN II. OBJETIVOS Y ALCANCE DE LA 
FISCALIZACIÓN. CONCLUSIONES Y RECO-
MENDACIONES

II.1 Objetivos y alcance

El objetivo genérico del procedimiento fiscalizador, 
de acuerdo con lo recogido en las Directrices Técnicas 
para esta Fiscalización aprobadas por el Pleno del Tri-
bunal de Cuentas en su reunión de 31 de mayo de 2007, 
ha consistido en el análisis de la contratación celebrada 
en el ejercicio 2005 por la TGSS, en cuanto Servicio 
Común de la Seguridad Social, verificando si su reali-
zación ha sido acorde con la legalidad vigente y con los 
principios de objetividad, transparencia, publicidad, 
concurrencia y no discriminación, que deben presidir la 
contratación administrativa. Se da con ello cumpli-
miento a las previsiones contenidas en los anteriormen-
te citados artículos 39 y 40 de la LFTCu, así como tam-
bién en el artículo 57 del TRLCAP.

El ámbito temporal y alcance de la fiscalización 
queda delimitado lógicamente por la contratación adju-
dicada en el ejercicio 2005. En este sentido debe preci-
sarse que el análisis ha alcanzado a los contratos adju-
dicados por la TGSS, durante el ejercicio 2005, así 
como a aquellos contratos que fueron adjudicados en 
años anteriores pero cuya ejecución se ha extendido al 
ejercicio 2005, en la medida en que se ha estimado 
necesario para completar el análisis iniciado por este 
Tribunal en anteriores Informes de Fiscalización o 
resulte conveniente para facilitar el análisis de la evolu-
ción temporal de la contratación realizada.

Asimismo, hay que señalar que, con respecto a los 
contratos adjudicados en el ejercicio 2005, pero cuyo 
plazo de ejecución se prolonga a ejercicios posteriores, 
el análisis llevado a cabo se ha extendido hasta lo eje-
cutado en el momento mismo de concluir los trabajos 
de fiscalización de los respectivos expedientes. 

En particular, la presente Fiscalización ha compren-
dido el análisis de los siguientes tipos de contratos cele-
brados por la TGSS:

— Contratos de carácter administrativo, delimita-
dos por el artículo 5.2 del TRLCAP, incluyendo tanto 
los contratos administrativos típicos (contratos de 
obras, de suministro, de gestión de servicios públicos, 
de consultoría y asistencia y de servicios), como los 
contratos administrativos especiales (de objeto distinto 
a los contratos administrativos típicos, pero que están 
vinculados al giro o tráfico específico de la Administra-
ción contratante, por satisfacer de forma directa o inme-
diata una finalidad pública de la específica competencia 
de aquella o por declararlo así una ley).

— Contratos de carácter privado, a los que se refie-
re, a su vez, el artículo 5.3 del citado TRLCAP, y entre 
ellos los regulados por la Ley del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas (LPAP) y, más específica-
mente, en el ámbito de la Seguridad Social, por el Real cv
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Decreto 1221/1992, de 9 de octubre, sobre el Patrimo-
nio de la Seguridad Social. 

Dentro de cada una de estas categorías se incluyen 
tanto los contratos generadores de gasto como aquellos 
otros contratos que han generado ingresos para la Segu-
ridad Social. 

La Fiscalización ha abarcado todas las fases de la 
contratación, comprendiendo los distintos momentos 
de su preparación, perfección y adjudicación, así como, 
en su caso, su ejecución, modificación, prórroga o 
extinción. Todo ello mediante el análisis de la regulari-
dad de la contratación, en relación con lo dispuesto en 
el mencionado TRLCAP, en sus disposiciones de desa-
rrollo reglamentario, en particular en el Reglamento 
General de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas (en adelante RGLCAP), aprobado por Real 
Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, así como en la 
restante normativa administrativa o de derecho privado 
que, en cada caso, resulte de aplicación. 

En consonancia con lo anterior, los objetivos especí-
ficos de la Fiscalización se han centrado, principalmen-
te, en la comprobación de los siguientes aspectos de los 
contratos:

— Análisis general de la contratación celebrada por 
la TGSS, desglosada por tipos de contratos y por proce-
dimientos y formas de adjudicación.

— Comprobación de los aspectos generales y de 
los requisitos de los contratos, así como de los órganos 
de contratación, objeto y precio de los contratos.

— Constatación de que los órganos de contratación 
han verificado los requisitos de capacidad y solvencia 
de las empresas para contratar con la Administración, 
con especial atención a la exigencia de clasificación en 
los adjudicatarios de los contratos, en aquellos casos en 
los que esta clasificación resulte preceptiva.

— Verificación de que las garantías de la contrata-
ción han sido constituidas adecuadamente.

— Verificación de que el contenido de los pliegos 
de cláusulas administrativas particulares y de los de 
prescripciones técnicas particulares se ajustan a lo dis-
puesto en el TRLCAP, en el RGLCAP y, en su caso, en 
los pliegos de cláusulas administrativas generales, así 
como análisis de su posterior cumplimiento. 

— Examen de los elementos formales que confor-
man la tramitación del expediente de contratación, con 
especial incidencia en los contratos que hayan sido 
objeto de tramitación urgente o de emergencia.

— Análisis de los procedimientos y formas de adju-
dicación utilizados en la contratación fiscalizada y de la 
suficiencia de su justificación en cada caso, con espe-
cial atención a los supuestos de adjudicaciones realiza-
das mediante procedimientos restrictivos de la publici-
dad y de la concurrencia.

— Análisis de la actuación de las Mesas de Contra-
tación, en particular, de la valoración de las ofertas y de 
las propuestas de adjudicación, para verificar que se 

realizaron de acuerdo con los pliegos y con los princi-
pios rectores de la contratación pública. 

— Comprobación de la ejecución y del cumpli-
miento de los contratos, atendiendo por tanto a su 
recepción, liquidación, facturación y pago. 

— Análisis de las modificaciones contractuales, de 
las prórrogas y de las suspensiones temporales de la 
ejecución de los contratos, así como verificación de su 
adecuada y suficiente justificación. 

— Análisis de las cesiones de los contratos y de las 
subcontrataciones.

— Análisis de los supuestos de imposición de pena-
lidades a los contratistas, por incumplimiento contrac-
tual, así como de los casos de resolución de los contra-
tos.

II.2 Trámite de alegaciones

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 44.1 
de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del 
Tribunal de Cuentas, el Anteproyecto de esta Fiscaliza-
ción fue remitido el día 25 de julio de 2007, por este 
Tribunal de Cuentas, al Director General de la TGSS, 
que ostenta las funciones de representación de este 
Servicio Común. 

Por otra parte, también se dio traslado de dicho 
Anteproyecto de Informe a la Secretaría de Estado de la 
Seguridad Social, órgano superior del Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales al que está adscrita 
la TGSS. 

Debe significarse que quienes desempeñaban los 
cargos de Secretario de Estado de la Seguridad Social y 
de Director General de la TGSS cuando se cumplió el 
trámite de alegaciones desempeñaron también dichos 
cargos durante la totalidad del período que constituyó 
el ámbito temporal de la Fiscalización. 

El Director General de la TGSS solicitó ampliación 
del plazo para formular alegaciones, que fue concedido 
por este Tribunal de Cuentas, dentro del cual formuló 
las alegaciones que consideró oportunas.

El Secretario de Estado de la Seguridad Social no ha 
formulado alegaciones.

A la vista de las citadas alegaciones del Director 
General de la TGSS han sido efectuadas las oportunas 
modificaciones en el texto del Informe y, en los casos 
en que se estimó conveniente, han sido reflejadas 
mediante notas a pie de página. En todo caso, la totali-
dad de las alegaciones efectuadas se adjuntan al Infor-
me de Fiscalización.

Asimismo, debe indicarse que no han sido objeto de 
tratamiento específico aquellas alegaciones que consti-
tuyen meras explicaciones y que, por tanto, no implican 
una oposición al contenido del Informe.

II.3 Conclusiones

Del análisis de la contratación celebrada por la Teso-
rería General de la Seguridad Social en el ejercicio 2005 cv
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cabe extraer las siguientes conclusiones, todas ellas 
referenciadas a los correspondientes apartados de la 
Sección III, Resultados de la Fiscalización: 

a) De carácter común a diversos tipos de contratos

1.ª Este Tribunal ha constatado errores por parte 
de la TGSS en la calificación jurídica, y consecuente-
mente en el bloque normativo aplicable, de dos con-
tratos que debieron calificarse como administrativos 
especiales y, sin embargo, fueron calificados como 
contratos de consultoría y asistencia y de servicios. La 
consecuencia más inmediata de esta incorrecta deter-
minación del tipo de contrato ha sido la exigencia de 
clasificación en casos en que ésta no era preceptiva 
(contratos indebidamente calificados como de servi-
cios), incumpliendo con ello la TGSS lo dispuesto en 
los artículos 15 y 25 del TRLCAP. (Sección III, epí-
grafe III.4.2.a)

2.ª Asimismo, la TGSS ha omitido frecuentemen-
te la emisión de informes preceptivos o los ha cumpli-
mentado de manera meramente formal y sin un verda-
dero contenido justificativo, especialmente en el caso 
de aquellos informes relativos a la necesidad de la con-
tratación, a la justificación de la utilización de la trami-
tación urgente, a la forma de adjudicación y a la revi-
sión de precios. (Sección III, epígrafes III.4.1.b, 
III.4.2.b y III.4.3.b)

3.ª Los pliegos tipo utilizados en la TGSS como 
modelo de los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares son, por regla general, de carácter excesi-
vamente genérico, según el tipo de contrato y la forma 
de adjudicación, sin que hayan sido específicamente 
redactados para su posterior aplicación a contratos 
de naturaleza análoga, como exige el artículo 49.3 
del TRLCAP. 

Esta práctica incorrecta de la TGSS, al prever la uti-
lización del mismo pliego tipo en contratos de naturale-
zas, objetos y condiciones absolutamente diversos, 
obliga a la inclusión en los pliegos tipo de multitud de 
cláusulas que contemplan posibles contenidos alterna-
tivos en función de los supuestos concretos de aplica-
ción, contenidos alternativos que, con frecuencia, se 
refieren a aspectos sustanciales del contrato, lo que 
incrementa el riesgo de errores en su transposición a los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares de 
cada contrato. 

Ello requiere, a su vez, una adaptación a las circuns-
tancias de cada contrato y convierte los informes de la 
Asesoría Jurídica de la propia TGSS respecto de los 
pliegos tipo en meros formulismos para agilizar la tra-
mitación de los expedientes de contratación, evitando 
así los informes jurídicos particularizados de los plie-
gos de cláusulas administrativas particulares, pero sin 
que ello permita garantizar su legalidad. (Sección III, 
epígrafe III.4.5) 

4.ª También ha sido frecuente la utilización por la 
TGSS de pliegos de cláusulas administrativas particu-

lares cuya adecuación a los correspondientes pliegos 
tipo no se certifica, así como también la improcedente 
consignación en los pliegos de prescripciones técnicas 
particulares de aspectos jurídicos y administrativos de 
los contratos que resultaban impropios de ellos y que 
debieron residenciarse en el de cláusulas administrati-
vas. (Sección III, epígrafe III.4.5)

5.ª En los contratos adjudicados por la TGSS 
mediante concurso se han detectado deficiencias en 
cuanto a los criterios objetivos de adjudicación que, en 
general, disminuyen el grado de objetividad de las adju-
dicaciones, entre las que cabe destacar, por su carácter 
contrario al principio de economía, el sistema de valo-
ración del criterio del precio primando la aproximación 
a la media de las ofertas en lugar de la oferta más bara-
ta. (Sección III, epígrafe III.4.5)

6.ª La TGSS, y en particular la GISS, ha efectuado 
con excesiva frecuencia la contratación de equipos y sis-
temas informáticos por procedimientos negociados sin 
publicidad, al existir un único proveedor posible. La 
existencia de un único proveedor es consecuencia en 
muchas ocasiones de la práctica de la propia TGSS de 
predeterminar la opción tecnológicamente más adecuada 
a sus necesidades mediante procedimientos internos, en 
lugar de seleccionarla mediante concurso público una 
vez determinada claramente la necesidad a satisfacer. 

Esta práctica, contraria al principio de transparen-
cia, implica el incumplimiento por parte de la TGSS de 
lo dispuesto en la cláusula 4.ª y siguientes del Pliego de 
cláusulas administrativas generales para la contratación 
de equipos y sistemas para el tratamiento de la informa-
ción y de su mantenimiento, arrendamiento y progra-
mas, aprobado por Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, 
al tiempo que resulta agravada por el hecho de que las 
contrataciones así realizadas muy habitualmente condi-
cionan contrataciones posteriores, también sin posibili-
dad de concurrencia. (Sección III, epígrafe III.4.2.c 
y III.4.3.c)

b) En los contratos de obras

1.ª En ninguno de los contratos de obras adjudica-
dos mediante subasta la TGSS ha justificado la elección 
de este procedimiento de adjudicación, como exige el 
artículo 75.2 del TRLCAP, si bien la subasta constituye 
la forma normal de adjudicación de los contratos de 
obras cuando no concurren las circunstancias especia-
les previstas en el artículo 85 del TRLCAP. (Sección III, 
epígrafe III.4.1.b)

La mayor parte de las subastas, en concreto 7 de 
las 12 analizadas, fueron adjudicadas por la TGSS a 
ofertas incursas en presunción de ser desproporciona-
das o temerarias. Los porcentajes de estas bajas respec-
to de los presupuestos de los proyectos de obras son 
crecientes respecto de ejercicios anteriores, habiendo 
oscilado entre el 30% y el 42%, lo que resulta indicati-
vo de que los citados presupuestos no se ajustaron ade- cv
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cuadamente a los precios de mercado. (Sección III, epí-
grafe III.4.1.b)

2.ª El sistema de garantías definitivas complemen-
tarias, en función de la desviación a la baja de las ofertas 
respecto del presupuesto, que la TGSS aplica de forma 
general y no en supuestos excepcionales debidamente 
justificados, como exige el artículo 36.3 del TRLCAP, 
implica una carga adicional para los contratistas que 
puede ser, en parte, una consecuencia directa de la referi-
da falta de ajuste de los presupuestos de las obras a los 
precios de mercado. (Sección III, epígrafe III.4.1.a)

3.ª Este Tribunal ha constatado nuevamente la 
deficiencia, reiterada en anteriores Informes de Fiscali-
zación relativos a la gestión contractual de la TGSS, 
consistente en que los modificados de los contratos, las 
ampliaciones de plazo, los reajustes de anualidades y, 
aunque en este ejercicio en menor medida, las obras 
complementarias, adquieren con excesiva frecuencia la 
consideración de regla general y no de excepción, lo 
que conlleva en la práctica totalidad de los casos el 
incremento del precio de las obras públicas y la demora 
en su entrega al servicio público.

A juicio de este Tribunal, la frecuencia con la que se 
producen estas incidencias en la ejecución de los con-
tratos de obras suelen implicar deficiencias de planifi-
cación y, en todo caso, disminuyen el grado de transpa-
rencia de la contratación.

A título de ejemplo, interesa destacar un contrato 
cuyo objeto fue la realización de las obras de rehabilita-
ción parcial del inmueble patrimonial sito en la c/ Bal-
mes, número 433, de Barcelona, en el que la modifica-
ción tramitada incrementó en un 38% del precio el 
contrato, que posteriormente resultó nuevamente incre-
mentado en la liquidación de las obras hasta alcanzar 
finalmente el 48% del precio de adjudicación, lo que 
constituye claramente un grave alteración de uno de los 
aspectos básicos de la convocatoria pública. (Sec-
ción III, epígrafe III.4.1.c)

c) En los contratos de consultoría y asistencia y 
los de servicios 

1.ª Con carácter general, en los contratos de redac-
ción de proyectos y dirección de obras, la TGSS permitió 
la participación en la licitación de equipos de profesiona-
les no integrados en una sociedad debidamente constitui-
da, sin exigirles constituir la necesaria agrupación tem-
poral, en contra de lo previsto en los artículos 15, 24 y 68 
del TRLCAP. (Sección III, epígrafe III.4.2.a)

2.ª La TGSS, siguiendo un criterio interpretativo 
que este Tribunal de Cuentas no puede compartir, limi-
ta la publicación relativa a su contratación en el DOUE 
a aquellos contratos que exceden de los importes pre-
vistos en el artículo 203.2.c), límite superior al previsto 
en el anterior apartado 2.b), que es el que resulta aplica-
ble a los Organismos Autónomos de la Administración 
General del Estado, y por equiparación legal (dispo-
sición adicional sexta de la LOFAGE) a la TGSS, 

incumpliendo con ello lo dispuesto en el citado artícu-
lo 203.2.b), para el caso de la publicidad de la convoca-
toria de licitación, o en el artículo 93.2 del TRLCAP, 
para el de la publicidad de las adjudicaciones, y restrin-
giendo con ello, en definitiva, la libre concurrencia. 
(Sección III, epígrafe III.4.2.c)

3.ª La TGSS frecuentemente ha omitido en los 
documentos de formalización de los contratos la con-
signación de los precios unitarios ofertados por el adju-
dicatario, incumpliendo lo dispuesto en el artículo 
71.3.c) del TRLCAP. En otros casos se han detectado 
deficiencias en la coherencia entre los pliegos de cláu-
sulas administrativas particulares, los de prescripciones 
técnicas y los documentos de formalización de los con-
tratos, en perjuicio de la seguridad jurídica, destacando 
en este último aspecto las deficiencias en cuanto al sis-
tema de determinación del precio, por precios unitarios 
o a tanto alzado, que resulte aplicable en cada caso. 
(Sección III, epígrafe III.4.2.b)

4.ª La TGSS mantiene la práctica, criticada por 
este Tribunal en anteriores Informes de Fiscalización, 
de excluir la revisión de precios en los contratos de 
consultoría y asistencia y en los de servicios de dura-
ción superior a un año (normalmente de dos años), por 
haber previsto, según se afirma, todas las posibles varia-
ciones de los precios en ese período inicial del contrato, 
permitiendo únicamente la revisión de precios en los 
períodos posteriores de prórroga del contrato de que se 
trate. A juicio de este Tribunal, esta práctica resulta 
contraria a lo dispuesto en los artículos 103 y siguientes 
del TRLCAP, puesto que, en definitiva, o bien limita 
injustificadamente el derecho de los contratistas, y de 
la propia Administración contratante, a la revisión de 
precios, o bien los precios iniciales incorporan antici-
padamente unas presuntas variaciones futuras de los 
precios que pudieran no llegar a producirse. 

Esta deficiencia resulta más patente en el contrato 
del servicio de vigilancia de la sede de la Dirección 
Provincial de la TGSS de Barcelona, en el que se 
excluyó la revisión de precios y, simultáneamente, se 
pactaron unos precios distintos para cada uno de los 
años de duración inicial del contrato. (Sección III, 
epígrafe III.4.2.b)

5.ª La TGSS, en aplicación de un criterio estable-
cido por la Intervención General de la Seguridad Social 
en su Instrucción 1/1998, de 5 de mayo, sigue la prácti-
ca de no solicitar la designación de representante de la 
propia Intervención para asistir a la recepción de los 
contratos cuyo objeto no sea un bien tangible y mate-
rial, lo que, además de poder resultar contrario a lo dis-
puesto en el artículo 110 del TRLCAP, conduce al 
resultado de que la realización de este concreto proce-
dimiento de control interno desempeñado por la Inter-
vención queda, en la práctica, a expensas del criterio y 
de la decisión del órgano controlado, lo que no parece 
razonable. (Sección III, epígrafe III.4.2.d)

6.ª Como caso especial debe hacerse referencia al 
contrato celebrado por la TGSS para la «redacción del cv
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proyecto y dirección de obras de construcción de un 
inmueble destinado a Oficina Integral de la Seguridad 
Social en Santiago de Compostela», cuya adjudicación 
mediante procedimiento negociado, en un importe de 
728 miles de euros, justificó en la pretendida imposibi-
lidad de promover la concurrencia, supuesto que prevé 
el artículo 210.b) del TRLCAP, cuando lo cierto es que 
no existía imperativo legal o técnico alguno que impi-
diera la realización del proyecto o la dirección de la 
obra por parte de facultativos distintos de los que habían 
redactado el estudio de detalle urbanístico aplicable a la 
parcela en la que había de ubicarse la obra. 

Esta justificación carece, a juicio de este Tribunal, de 
base alguna, máxime cuando, por el contrario, la TGSS 
debió conocer la existencia de un posible conflicto de 
intereses derivado del hecho de que la empresa encarga-
da de la redacción del proyecto y de la dirección de las 
obras había sido contratada por la empresa (participada 
al 50% por la Universidad de Santiago de Compostela y 
una Caja de Ahorros) que era propietaria de la parcela 
colindante, sujeta al mismo estudio de detalle urbanísti-
co, y de que, además, aquella empresa perteneciese al 
mismo grupo empresarial de la mencionada Caja de 
Ahorros, lo que posiblemente convertía a la empresa 
adjudicataria en poco apropiada para realizar el objeto 
del contrato. (Sección III, epígrafe III.4.2.c)

d) En los contratos de suministro

1.ª Este Tribunal ha constatado la elevada concen-
tración de adjudicaciones de contratos de suministro 
que la TGSS realiza en los dos últimos meses del ejer-
cicio 2005 y, especialmente, en el mes de diciembre, 
tanto en cuanto al número de contratos celebrados como 
a su importe, adjudicaciones realizadas en su mayor 
parte a través del Servicio Central de Suministros, lo 
que pone de manifiesto una deficiente periodificación 
de las adquisiciones y, en mayor medida incluso, evi-
dencia el recurso a las adquisiciones efectuadas a través 
del Servicio Central de Suministros con el objeto pri-
mordial de lograr un alto grado de ejecución del presu-
puesto anual. (Sección III, epígrafe III.4.3.c)

Debe significarse además que, como consecuencia 
de esta misma práctica, se producen también, y de 
forma asociada, otras deficiencias consistentes en la 
recepción material de los suministros en los almace-
nes de la empresa proveedora, o en el reconocimiento 
de la obligación en fechas anteriores al completo 
cumplimiento de los contratos, lo que resulta contra-
rio a la regla de «servicio hecho» del artículo 73.4 de 
la LGP y del artículo 14 del TRLCAP. (Sección III, 
epígrafe III.4.3.d)

2.ª La utilización de la tramitación urgente que 
prevé el artículo 71 del TRLCAP, y que permite en 
casos excepcionales el acortamiento de los plazos de 
tramitación y licitación de los contratos, debe ser justi-
ficada expresamente, lo que no ha sido cumplido por 
la TGSS en dos de los contratos analizados, en los que 

la declaración de urgencia realizada por el órgano de 
contratación estuvo constituida por una mera refe-
rencia formal a aquella norma legal. (Sección III, epí-
grafe III.4.3.b)

e) En los contratos privados 

1.ª Este Tribunal ha constatado un notable incre-
mento en el ejercicio 2005 de las adquisiciones de 
inmuebles efectuadas por la TGSS, con destino a la ins-
talación en ellas de Oficinas de la Seguridad Social que, 
en su mayor parte han sido realizadas por adjudicación 
directa a otras Administraciones Públicas. En todos los 
casos la adjudicación directa ha estado debidamente 
justificada en alguno de los supuestos previstos por la 
normativa aplicable. (Sección III, epígrafe III.4.4.a)

No obstante lo anterior, en un único caso la adjudi-
cación directa estuvo motivada en que un concurso 
previo había quedado desierto por falta de licitadores. 
A juicio de este Tribunal, el hecho de que el presupues-
to de licitación para la posterior adjudicación directa 
haya sido un 42% superior al del anterior concurso, 
habría aconsejado la convocatoria de un nuevo concur-
so público, en analogía con lo dispuesto para los con-
tratos administrativos, para los que el TRLCAP exige 
que el procedimiento negociado deba efectuarse en 
estos casos sin alterar sustancialmente las condiciones 
de la convocatoria publica previamente declarada 
desierta. (Sección III, epígrafe III.4.4.a)

2.ª En el contrato de adquisición al Ayuntamiento 
de Barcelona de un solar para la construcción de ofici-
nas propias de la Seguridad Social, en el que la TGSS 
entregó como parte del precio los inmuebles e instala-
ciones de su propiedad en el Parque de Atracciones del 
Tibidabo, la TGSS no tuvo en cuenta adecuadamente 
el carácter litigioso de estos bienes, que debería 
haber determinado, de acuerdo con el artículo 140 de 
la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de 
las Administraciones Públicas, que fuese el adquirente, 
y no la TGSS como se pactó, el que asumiera las conse-
cuencias y riesgos derivados del litigio. 

En particular, la TGSS no hizo constar la litigiosi-
dad del expresado bien inmueble en la solicitud de 
autorización de la enajenación elevada al Consejo de 
Ministros, lo que pudiera constituir una causa de invali-
dez del contrato posteriormente celebrado. (Sección III, 
epígrafe III.4.4.a)

3.ª La misma deficiencia consistente en haber pro-
cedido al reconocimiento de la obligación con anteriori-
dad al cumplimiento de la prestación por parte del con-
tratista, puesta de manifiesto en relación con los contratos 
de suministro, con incumplimiento por consiguiente de 
la regla del «servicio hecho» del artículo 73.4 de la Ley 
General Presupuestaria (LGP), se ha producido en los 
contratos de adquisición de bienes inmuebles por parte 
de la TGSS, que en los contratos de este tipo efectúa el 
reconocimiento de la obligación, así como la propuesta cv
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de pago, con carácter previo a la firma de la escritura 
pública de compraventa. (Sección III, epígrafe III.4.4.a)

4.ª La mayor parte de las enajenaciones de inmue-
bles de su propiedad efectuadas por la TGSS durante el 
ejercicio 2005 se refirieron a viviendas y locales que pre-
viamente se encontraban arrendados y se instrumentaron 
mediante una encomienda de gestión efectuada a favor de 
la empresa pública SEGIPSA. Los valores de tasación de 
estos inmuebles, que fueron vendidos a sus arrendatarios, 
se calcularon por la suma del valor de las rentas esperadas 
y del valor de reversión. Sin embargo, por «razones de 
equidad» insuficientemente fundamentadas, estos valores 
fueron luego homogeneizados, como parte del propio pro-
ceso de tasación, para aplicar el mismo precio por metro 
cuadrado a todas las viviendas y, afectado por un factor de 
corrección, a todos los locales de cada edificio.

Cabe añadir que, en general, los precios de venta, 
ajustados a los valores resultantes de la tasación efec-
tuada de la forma descrita, fueron muy inferiores a 
los precios de mercado, si éstos hubiesen sido calcu-
lados suponiendo libres de arrendamiento las vivien-
das o los locales, representando aquéllos en algún 
edificio únicamente el 29% de dicho valor de merca-
do, sin que los informes de tasación aportados en el 
expediente expliciten las circunstancias personales 
aplicables a cada arrendatario y sin que la TGSS haya 
acreditado el cumplimiento de determinados requisi-
tos legales de las enajenaciones de inmuebles, tales 
como el previo informe de la Asesoría Jurídica, la 
depuración jurídica del inmueble, la autorización 
ministerial o el informe de la Intervención Delegada. 
(Sección III, epígrafe III.4.4.b)

f) Conclusión general

La TGSS ha cumplido el deber de colaboración con 
el Tribunal de Cuentas de forma satisfactoria y su con-
tratación, durante el ejercicio 2005 fiscalizado se ha 
ajustado en líneas generales, con las salvedades señala-
das en el presente Informe, a la normativa aplicable. A 
este respecto, deben resaltarse los aspectos en los que 
se han apreciado mejoras en la gestión por parte de la 
TGSS con respecto de la contratación fiscalizada en 
ejercicios anteriores, como son los siguientes:

— Una mayor precisión en el señalamiento de los 
medios para que los licitadores acrediten su solvencia 
económica, financiera y técnica, así como de los crite-
rios de selección establecidos en función de esa sol-
vencia.

— La utilización preferente para las adjudicaciones 
de sus obras de la subasta pública. 

— La disminución de las obras complementarias 
en contratos previamente también modificados. 

— La más adecuada distribución temporal de la 
contratación, disminuyendo el volumen de gasto ejecu-
tado en los últimos meses del ejercicio. 

— Por último, debe incluirse también entre los 
aspectos positivos que la TGSS no ha adjudicado nin-
guno de los contratos incluidos en la muestra fiscaliza-
da utilizando el procedimiento negociado sin publici-
dad, justificándolo en la existencia de razones de 
«imperiosa urgencia», como ya se constató igualmente 
en el ejercicio 2004. 

Sin embargo, lo anterior no obsta a que deban repro-
barse, como aspectos negativos de alcance general de la 
contratación de la TGSS, los siguientes: 

— La excesivamente elevada proporción de contra-
tos adjudicados por procedimiento negociado, en espe-
cial en los contratos de suministro. 

— El hecho de que, con excesiva frecuencia, los 
defectos que se han puesto de manifiesto en el análisis 
de la contratación fiscalizada, constituyen prácticas que 
ya han sido reiteradamente señaladas por este Tribunal 
de Cuentas en sus anteriores Informes de Fiscalización, 
como puedan ser la omisión o mero formulismo de 
informes preceptivos, las deficiencias en la revisión de 
precios, en las garantías definitivas o en los criterios de 
adjudicación, o las prácticas contrarias a la regla de 
«servicio hecho» en el reconocimiento de obligaciones, 
etc., sin que se hayan adoptado por la TGSS las medi-
das necesarias para llevar a cabo su corrección.

— El incumplimiento de requisitos legales en la 
enajenación de inmuebles y la falta de transparencia en 
la fijación de los precios de los inmuebles enajenados a 
favor de sus arrendatarios.

II.4. Recomendaciones

Una vez expuestas las conclusiones más significati-
vas extraídas del análisis de la contratación celebrada 
por la Tesorería General de la Seguridad Social durante 
el ejercicio 2005, este Tribunal de Cuentas considera 
conveniente realizar las siguientes Recomendaciones 
para la mejora de la gestión de los recursos públicos 
que lleva a cabo el citado Servicio Común de la Seguri-
dad Social, orientadas al más exacto cumplimiento de 
la legalidad vigente y al máximo respeto posible de la 
transparencia y de la objetividad que deben presidir en 
la contratación pública. 

Estas Recomendaciones han sido realizadas consi-
derando el marco legal vigente y, primordialmente, el 
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, por lo que no han tenido en cuen-
ta lo que de cara al futuro se establece mediante la 
reciente Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos 
del Sector Público.

1.ª La Secretaría de Estado para la Seguridad 
Social, como órgano directivo en el que se encuadra la 
Gerencia de Informática de la Seguridad Social (GISS), 
a los mismos efectos de disminuir el grado de depen-
dencia tecnológica actual que genera la contratación cv
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informática debería adoptar las medidas oportunas para 
adecuar las Relaciones de Puestos de Trabajo de este 
Servicio Común de la Seguridad Social, garantizando 
que, cuando menos, la dirección y el control de los pro-
yectos informáticos puedan ser íntegramente realizados 
por personal propio debidamente cualificado 6.

2.ª La TGSS debería redactar Pliegos tipo aplica-
bles exclusivamente a contratos de naturaleza análoga, 
es decir, los de objeto y condiciones de ejecución seme-
jantes, sin que a estos efectos puedan considerarse 
como contratos de naturaleza análoga los contratos que 
únicamente tienen en común su calificación jurídica o 
la forma de adjudicación. 

3.ª La TGSS debería adoptar las oportunas medi-
das para que en cada contrato se justifique o motive 
explícitamente, en función de las circunstancias reales 
que concurran, tanto la necesidad del objeto del contra-
to como el ejercicio de facultades discrecionales y la 
utilización de procedimientos o condiciones contrac-
tuales previstos para casos especiales o excepcionales, 
tales como la elección del procedimiento y forma de la 
adjudicación, la exclusión de la revisión de precios, el 
establecimiento de garantías complementarias o la tra-
mitación urgente. 

Se evitaría con ello tanto la mera referencia o repeti-
ción de la norma habilitante como la aplicación con 
carácter general de normas especiales.

4.ª La TGSS, como organismo competente para la 
ordenación de la totalidad de los pagos a cargo de la 
Seguridad Social y responsable a su vez de la recauda-
ción de las obligaciones pecuniarias de terceros con la 
Seguridad Social, debería, a juicio de este Tribunal, 
establecer el procedimiento que permita la verificación 
sistemática de la obligación de encontrarse los contra-
tistas al corriente en el cumplimiento de sus obligacio-
nes con la Seguridad Social, en el momento preciso de 
efectuar a su favor los pagos derivados de los contratos, 
como exige el articulo 95 del TRLGSS, sin necesidad 
por tanto de exigir a los propios contratistas la apor-
tación de unos certificados que debe expedir la pro-
pia TGSS, previendo todo ello en los correspondientes 
pliegos de cláusulas administrativas particulares.

5.ª La TGSS y, más en concreto, la GISS, con la 
finalidad de disminuir la dependencia existente respec-
to de las empresas informáticas y, en todo caso, para 
incrementar la transparencia de la contratación, debe-
rían llevar a cabo las adquisiciones de bienes y servi-
cios mediante concursos públicos, previa definición de 
las necesidades a satisfacer con referencia a una des-

6 En este sentido, el Director General de la TGSS, en el trámite 
de alegaciones, ha informado que «la Secretaria de Estado de la 
Seguridad Social, conocedora de los problemas planteados por la 
insuficiencia de medios personales, ha propugnado la elaboración 
de una nueva Relación de Puestos de Trabajo para la Gerencia de 
Informática, con las dotaciones adecuadas a las circunstancias con-
currentes en estos momentos, cuya propuesta se encuentra actual-
mente en el Ministerio de Administraciones Públicas».

cripción detallada de los servicios, procesos o trabajos 
que se pretendan realizar con el equipo.

De esta manera serían los licitadores los que deberán 
presentar, en régimen de publicidad y concurrencia, las 
soluciones técnicas en la configuración de los equipos y 
de los programas que puedan satisfacer las necesidades 
planteadas por la TGSS, como por otra parte exige la 
cláusula 4 y siguientes del Pliego de cláusulas adminis-
trativas generales para la contratación de equipos y siste-
mas para el tratamiento de la información y de su mante-
nimiento, arrendamiento y programas, aprobado por 
Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, precepto que no ha 
tenido adecuado cumplimiento por la TGSS 7. 

Además, a juicio de este Tribunal, debería darse un 
mayor impulso a la utilización preferente en este ámbito, 
siempre que ello sea posible, de sistemas abiertos y del 
denominado software libre, máxime teniendo en cuenta 
el altísimo gasto económico que representan actualmen-
te las licencias de uso de software propietario.

6.ª La TGSS debería adoptar las medidas necesa-
rias para evitar que la supresión del Sistema de Adquisi-
ción Centralizada en los suministros para los que exce-
den de los importes establecidos en el artículo 177 del 
TRLCAP (lo que en el ejercicio 2005 habría afectado a 
la totalidad de los contratos de adquisición centralizada 
analizados), que es consecuencia de la modificación del 
artículo 183. g) del TRLCAP, operada por la Ley 
42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2007, para dar cumplimiento a una Sen-
tencia previa del Tribunal de Justicia de las Comunida-
des Europeas, se traduzca en un incremento de las con-
trataciones de suministros por procedimiento negociado. 

7.ª Asimismo, en relación con las adquisiciones 
centralizadas que se mantengan de acuerdo con esta 
nueva redacción del artículo 183.g) del TRLCAP, por no 
exceder sus importes de los establecidos en el artícu-
lo 177 del TRLCAP, y, en todo caso, respecto de los ser-
vicios que se contraten de forma centralizada, la TGSS, 
siempre que ello sea posible, debería promover la con-
currencia entre las empresas catalogadas para la 
obtención de mejoras en las condiciones de las ofertas 
tipo, de acuerdo con el procedimiento establecido en 
el artículo 193.6 del RGLCAP, dejando la oportuna cons-
tancia de todo ello en el expediente de contratación.

7 El Director General de la TGSS, en el trámite de alegaciones, 
afirma que existen múltiples dificultades para adjudicar estos con-
tratos mediante concurso público, entre las que destaca «la necesi-
dad de someter los pliegos, en muchos casos excesivamente com-
plejos, a informe de los órganos colegiados, cuyo trámite supone 
prolongar el proceso de contratación [...]». A juicio de este Tribunal 
no se puede amparar la utilización de procedimientos de adjudica-
ción que son excepcionales por restringir la publicidad y la concu-
rrencia, como es el caso del procedimiento negociado, en el cumpli-
miento de requisitos reglamentarios de la contratación informática, 
exigibles cualquiera que sea el procedimiento y forma de adjudica-
ción utilizados, requisitos destinados precisamente a garantizar, con 
mayor rigor si cabe que en la contratación de otros bienes o servi-
cios, tanto su necesidad como su legalidad, nunca a disminuir tales 
garantías. cv
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8.ª La TGSS debería extender a todas las adquisi-
ciones y enajenaciones de inmuebles la práctica de 
publicar en el Boletín Oficial del Estado las correspon-
dientes Resoluciones de adjudicación, en aplicación 
supletoria del TRLCAP, para favorecer con ello la 
transparencia de la contratación.

9.ª La TGSS debería dotar de mayor transparencia 
su actuación en materia de enajenación de los inmuebles 
propiedad de la Seguridad Social, y en particular de los 
constituidos por viviendas y locales de negocio previa-
mente arrendados, estableciendo de forma anticipada los 
necesarios criterios de general aplicación, de forma que 
resulten conocidos por los posibles interesados tanto los 
planes de enajenación futuros, como los criterios de ena-
jenación y tasación que, teniendo en cuenta también los 
legítimos intereses de los arrendatarios (mediante la pon-
deración de las circunstancias de antigüedad y renta que 
concurran en cada caso), permitan a la propia TGSS la 
obtención del precio justo por cada inmueble, evitando 
en todo caso situaciones de desigualdad y reduciendo al 
máximo la discrecionalidad en este ámbito.

10.ª Por último, debería regularse en el ámbito de 
la Seguridad Social la expedición de órdenes de pago a 
justificar, que prevé el artículo 79 de la LGP, para aten-
der, excepcionalmente, aquellos gastos en los que no 
pueda aportarse la oportuna documentación justificati-
va en el momento del pago, tal y como ocurre normal-
mente en las adquisiciones de inmuebles. 

SECCIÓN III. RESULTADOS DE LA FISCALIZA-
CIÓN 

III.1 Descripción general de la contratación celebrada 
por la Tesorería General de la Seguridad Social

En primer lugar cabe indicar que en el Boletín Ofi-
cial del Estado de 2 de mayo de 2005, se publicó la 
Resolución de 22 de abril de 2005, de la Presidencia 
del Tribunal de Cuentas, referida al Acuerdo del Pleno, 
de 30 de marzo de 2005, por el que se aprobó la Ins-
trucción General relativa a la remisión al Tribunal de 
Cuentas de los extractos de los expedientes de contrata-
ción y de las relaciones de contratos celebrados.

Con esta Instrucción el Tribunal de Cuentas ha precisa-
do la información y la documentación que le ha de ser 
remitida y, de este modo, también contribuye a facilitar el 

cumplimiento de sus obligaciones a las entidades públi-
cas. A tal fin, se requiere de todos los órganos de contrata-
ción, con independencia del régimen jurídico al que estén 
sometidos, la remisión de una relación exhaustiva de todos 
los contratos celebrados en el ejercicio precedente, exclui-
dos los contratos calificados como menores. Por otro lado, 
en concordancia con lo establecido en el artículo 57 del 
TRLCAP, para las entidades que hayan de aplicar los pro-
cedimientos contemplados en dicho texto legal, se relacio-
nan los contratos, según su tipo y su cuantía, de los que 
dentro de los plazos legalmente fijados habrá de enviarse 
al Tribunal un extracto de su expediente.

El cumplimiento por parte de la TGSS de la obliga-
ción de remitir al Tribunal de Cuentas una relación certi-
ficada, en soporte papel y en soporte informático, com-
prensiva de la totalidad de los contratos celebrados, con 
la única excepción de la contratación menor, cuando 
anteriormente esa obligación se limitaba, en principio, a 
los contratos de carácter administrativo cuyo importe 
superaba las cuantías relativamente elevadas establecidas 
en el artículo 47 de la LOFTCu, ha permitido al Tribunal 
de Cuentas disponer de una información suficientemente 
aproximada de las cifras globales de la contratación de la 
TGSS durante el período fiscalizado, lo que constituye 
un instrumento sumamente valioso tanto para ponderar 
los datos de los contratos remitidos al Tribunal y de la 
muestra efectivamente analizada, como para facilitar en 
futuros ejercicios la realización de análisis interanuales 
comparativos sobre datos homogéneos.

A estos efectos se han detectado algunas deficiencias 
en cuanto la integridad de las relaciones certificadas, parti-
cularmente en lo relativo a los contratos de consultoría y 
asistencia y a los de servicios y, dentro de éstos, deficien-
cias especialmente significativas respecto de las prorrogas 
de contratos anteriores, cuyo importe certificado ha sido 
inferior al importe resultante de los expedientes remitidos 
de oficio por la propia TGSS a este Tribunal. 

La actividad contractual de la TGSS durante el ejer-
cicio 2005 que se deduce de las relaciones certificadas 
remitidas, ha sido la siguiente:

a) Número de contratos adjudicados: 1.226 
b) Importe total de los contratos adjudicados: 

490.031 miles de euros
c) Distribución de contratos por órganos de con-

tratación: 
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d) Desglose de la contratación adjudicada por los Directores Provinciales: 
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e) Direcciones Provinciales que no certifican con-
tratación:

Las únicas Direcciones Provinciales que, de acuerdo 
con la información contenida en las relaciones certifica-
das, no adjudicaron contratos durante el ejercicio 2005 
han sido las de Soria y Ceuta, si bien debe hacerse cons-
tar que en la relación certificada constan 3 contratos 
adjudicados por el Director Provincial de Soria, aunque 
se ha comprobado que correspondían al ejercicio 2004, 
por lo que no han sido tenidos en cuenta. 

f) Distribución por tipos de contratos:

En la distribución por tipos de contratos destacan 
los contratos de consultoría y asistencia,  los de servi-
cios y los de suministros, todos ellos de carácter admi-
nistrativo, así como los contratos de adquisición de 
inmuebles, de carácter privado patrimonial. Entre estas 
tres clases de contratos absorben, en proporción similar 
cada una de ellas, el 75% del total, como se refleja en el 
siguiente cuadro y en el gráfico que figura a continua-
ción: 
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g) Distribución por formas de adjudicación:

En cuanto a las formas de adjudicación utiliza-
das por la TGSS en su contratación durante el ejer-
cicio 2005 destaca la elevadísima proporción (hasta 
un 66%) en que han empleado el procedimiento nego-
ciado (o contratación directa en el caso de los contratos 
privados). Por el contrario, los concursos y las subastas, 
que en todos los casos se llevaron a cabo por procedi-
miento abierto, con todas las garantías de publicidad y 

concurrencia, llegan únicamente al 20% del importe 
total adjudicado. Cabe resaltar que la TGSS no utilizó 
en ningún caso el procedimiento restringido.

La justificación por la TGSS y el análisis de esta 
cuestión se exponen más adelante en los apartados 
correspondientes del presente Informe de Fiscaliza-
ción. 

En el cuadro y en el gráfico siguientes se refleja 
la distribución de los contratos por formas de adjudi-
cación: cv
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h) Distribución por tipos y formas de adjudicación:

En el cuadro siguiente se plasma la distribución de la contratación efectuada por la TGSS entre los diferentes 
tipos de contrato y, dentro de cada tipo, por formas de adjudicación: 
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i) Estratificación de la contratación por importes 
de adjudicación:

En cuanto a los importes de los contratos puede des-
tacarse el hecho de que los 14 expedientes de contrata-

ción tramitados cuyo importe fue superior a 6 millones 
de euros, que representan poco más del 10% del núme-
ro total de contratos, absorbieron prácticamente el 50% 
del importe total adjudicado por la TGSS.
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j) Distribución temporal de la contratación:

En lo que se refiere a la distribución temporal de la 
contratación celebrada por la TGSS, es decir, a lo largo 
de todo el período fiscalizado, importa destacar el volu-
men y el importe de la contratación que ha sido adjudi-
cada en los dos últimos meses del ejercicio. Efectiva-
mente, en los meses de noviembre y diciembre la TGSS 
adjudicó contratos por importe superior al 40% del total 
adjudicado durante todo el año 2005, lo que tiene una 
mayor incidencia en la contratación de suministros, 

como se pone de manifiesto en los epígrafes III.4.3. c) 
y d) del presente Informe. 

Igualmente reseñable es el elevado número de con-
tratos adjudicados en el mes de julio (así un 20% del 
total), si bien sus importes son relativamente poco ele-
vados. Destaca también el hecho de que los importes 
medios de los contratos adjudicados en estos dos meses 
últimos del ejercicio superan el importe medio de la 
contratación celebrada durante todo el año, y más con-
cretamente, es en el mes de noviembre cuando se alcan-
za el importe medio más elevado del ejercicio.
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III.2 Cumplimiento por la Tesorería General de la 
Seguridad Social de su deber de colaboración 
con el Tribunal de Cuentas

La TGSS remitió oportunamente al Tribunal de 
Cuentas la Relación Certificada acreditativa de la con-
tratación celebrada por este Servicio Común de la 
Seguridad Social en el ejercicio 2005. Como se ha 

señalado anteriormente, este Tribunal de Cuentas ha 
detectado algunas deficiencias en cuanto a la integridad 
y exactitud de estas relaciones, especialmente en cuan-
to a las prórrogas de los contratos de consultoría y asis-
tencia técnica y los de servicios, probablemente debi-
das a la consideración inadecuada de la fecha concreta 
que en tales expedientes debe tomarse como fecha de 
adjudicación. Así, entre los expedientes de contratación cv
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remitidos figuran 15, por un importe de 28.905 miles 
de euros, que no figuran en las correspondientes rela-
ciones certificadas y que en su totalidad corresponden a 
prórrogas de contratos de consultoría y asistencia y de 
servicios. 

En cuanto al cumplimiento por la TGSS de la obli-
gación de remisión de contratos al Tribunal de Cuentas, 
debe ponerse de manifiesto que de los 234 expedientes 
remitidos por la TGSS, 134 (57%) lo fueron de oficio 

y 100 (43%) lo fueron a requerimiento de este Tribunal, 
de los cuales 35 eran de remisión obligatoria, por lo que 
respecto de estos últimos 35 expedientes la TGSS 
incumplió la obligación de remisión al Tribunal de 
Cuentas que le impone el artículo 57 del TRLCAP. 

En el cuadro número 8 siguiente se refleja la compa-
ración entre la información relativa al ejercicio 2005 y 
la correspondiente al anterior ejercicio 2004, respecto 
de dicha obligación de remisión.
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Como puede observarse, a pesar de haber descendi-
do el número total de contratos remitidos del ejercicio 
2004 (274) al ejercicio 2005 (234), ha aumentado el 
grado ó porcentaje de incumplimiento de la obligación 
de remisión, 35 frente a solo 26 en el ejercicio anterior.

El Tribunal de Cuentas, además, ha detectado demo-
ras en la remisión de 16 contratos (12 de la propia 
TGSS y 4 de la GISS), con incumplimiento por parte 
de la TGSS del plazo de tres meses, a partir de la fecha 
de su formalización, previsto en el artículo 57 del 
TRLCAP para que deba tener lugar su remisión.

La TGSS ha remitido un total de 234 expedientes de 
contratación adjudicados durante el ejercicio 2005, por 

un importe global de 430.172 miles de euros, conforme 
se detalla en el cuadro siguiente, lo que supone el 57% 
del importe total contratado y remitido a este Tribunal 
para su fiscalización por el conjunto de las entidades de 
la Seguridad Social, como se detalla en el Anexo. 

En relación con la contratación total certificada, con 
la salvedad señalada en el párrafo inicial de este epígra-
fe, la TGSS ha remitido el 19% de los contratos cele-
brados, representando en cambio el 88% del importe 
total certificado. 

En el siguiente cuadro se detalla, por tipos de con-
tratos y por formas de adjudicación, la contratación 
remitida:
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Conviene resaltar, en primer lugar, el notable incre-
mento experimentado en los importes de la contrata-
ción celebrada por la TGSS en el período fiscalizado 
con respecto del período anual anterior. Este incremen-
to se ha producido en la totalidad de los tipos de contra-
tos (a excepción de los contratos de obra), y ello tanto 
en los de carácter administrativo como en los privados. 
Siendo menor el número de contratos remitidos (234 en 
el año 2005 por 274 en el año 2004), como ha quedado 
señalado, los importes adjudicados han alcanzado los 
430.172 miles de euros, con un incremento del 55% 
respecto del importe de 277.491 miles de euros corres-
pondiente a los contratos adjudicados por la TGSS en 
el año 2004. 

El análisis comparativo de la tipología de contratos 
celebrados pone de manifiesto que los contratos de con-
sultoría y asistencia y los de servicios, constituyeron la 
parte más sustancial de la contratación de carácter admi-
nistrativo efectuada por la TGSS durante el periodo fis-
calizado, si bien su importe total ha sido superado por el 
importe correspondiente a los contratos patrimoniales. 
Entre los contratos remitido por la TGSS no figura nin-
guno calificado como administrativo especial y, tampo-
co, ninguno de gestión de servicios públicos. 

Finalmente cabe añadir que la TGSS ha cumplido 
adecuadamente su deber de colaboración con el Tribu-
nal de Cuentas en lo relativo a la remisión de la docu-
mentación complementaria de los extractos de los 
expedientes fiscalizados. 

III.3 Selección de la muestra analizada 

Dado el elevado número de contratos celebrados por 
la TGSS, se estimó necesario efectuar una adecuada 
selección de los contratos que habían de ser objeto de 
un detenido examen, aplicando criterios cuantitativos y 

cualitativos en la determinación de la muestra. En este 
sentido, especificando los criterios cuantitativos en 
ellas contemplados, se han fiscalizado, como actuación 
general, los contratos de obras de importe superior a 
1.803, 901 y 450 miles de euros, según hubieran sido 
adjudicados mediante subasta, concurso o procedi-
miento negociado, respectivamente; en relación con los 
contratos de suministro, se han examinado los adjudi-
cados mediante concurso por importe superior a 901 
miles de euros y, si lo hubieran sido mediante procedi-
miento negociado, los superiores a 300 miles de euros, 
fiscalizándose la práctica totalidad de los contratos de 
este tipo adjudicados mediante subasta, debido a su 
escasa incidencia. Finalmente, respecto a los contratos 
de consultoría y asistencia y los de servicios, las cuan-
tías para su selección han sido de 901 miles de euros 
para los adjudicados mediante concurso, y de 300 miles 
de euros para los adjudicados mediante procedimiento 
negociado, analizándose asimismo la práctica totalidad 
de los adjudicados mediante subasta por idéntica cir-
cunstancia que en los de suministro.

Por otro lado, con independencia de estos criterios 
cuantitativos, se han incluido también en la muestra 
aquellos contratos que, por la singularidad de la activi-
dad u objeto a que se refieren, por los riesgos que en su 
cumplimiento pudieran presentarse, o por cualquier 
otra circunstancia significativa, se ha estimado que 
debían ser objeto de un adecuado seguimiento fiscali-
zador.

En consecuencia, del conjunto de la contratación 
recibida (234 expedientes), se ha analizado una mues-
tra de 155 contratos, cuyo importe total ascendió a 
411.051 miles de euros, lo que representa el 66% del 
número total de expedientes remitidos y el 96 % de su 
importe total, según se expone de forma detallada en el 
siguiente cuadro:
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Debe señalarse que la TGSS no utilizó el procedi-
miento restringido en ninguno de los expedientes inte-
grantes de la muestra analizada.

En los epígrafes siguientes se exponen los resulta-
dos del análisis de la muestra seleccionada, respecto de 
cada uno de los diferentes tipos de contratos, ordenán-
dolos por las distintas fases del expediente de contrata-
ción o de la vida de los contratos. 

III.4 Análisis de los diferentes tipos de contratos 

En los siguientes epígrafes se analiza la contratación 
integrante de la muestra seleccionada. Los resultados de 
este análisis se exponen a continuación ordenados por 
tipos de contratos y, dentro de cada uno de ellos, por las 
fases del expediente de contratación o de la vida de los 
contratos afectados por las incidencias observadas.

III.4.1 Contratos de obras 

Los 18 contratos de obras celebrados en el ejercicio 
2005 y remitidos por la TGSS a este Tribunal para su fis-
calización sumaron un importe total de 51.878 miles de 
euros, lo que representa el 45% de la inversión en obras 
del conjunto de las entidades de la Seguridad Social.

De estos 18 expedientes remitidos, 14 fueron con-
tratos nuevos, por un importe total de 49.479 miles de 
euros, y 4 correspondieron a modificaciones contrac-
tuales, por importe de 2.399 miles de euros. En volu-
men de gasto han predominado las adjudicaciones 
mediante el procedimiento abierto de subasta (12 expe-
dientes que acumularon el 94% del importe adjudica-
do), en tanto que las adjudicaciones mediante procedi-
miento negociado se han limitado a 2 expedientes, que 
representaron menos del 1% del importe adjudicado. 

En el cuadro y gráfico siguientes se representa la 
evolución de la contratación de obras efectuada por la 
TGSS en el período 2002-2005. Para lograr la necesa-
ria homogeneidad de los datos que permita su compara-
ción, se han tenido en cuenta únicamente los contratos 
nuevos adjudicados en cada ejercicio (excluidos por 
tanto los modificados), cuyos importes de adjudicación 
superaron los 1.803, 901 y 450 miles de euros, respec-
tivamente, según hubieran sido adjudicados mediante 
subasta, concurso o procedimiento negociado. Se trata 
de importes coincidentes con los importes anteriormen-
te mencionados y establecidos con carácter general 
para la selección de la muestra fiscalizada por este Tri-
bunal, en cada uno de los ejercicios. 
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Como puede observarse, cabe destacar el incremento 
del número e importe total de los contratos adjudicados en 

los dos últimos ejercicios, así como la importancia cre-
ciente de las bajas o economías obtenidas en su licitación.
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No se acepta la alegación del Director General de la TGSS, puesto que en el pliego de cláusulas administrativas particulares 

del contrato 46603/04, si bien se establecieron, como afirma, los medios de acreditar la solvencia, no se establecieron en 
cambio los criterios de selección de los licitadores en función de tales medios, como exige el artículo 67 del RGLCAP en 
relación con el artículo 15 del TRLCAP, y ello independientemente de que la acreditación de su solvencia por el adjudicatario 
haya sido efectivamente adecuada.
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Interesa destacar, que la TGSS no ha utilizado el 
concurso en la adjudicación de los contratos de obras 
celebrados en el ejercicio 2005, forma de adjudicación 
que en el ejercicio de 2004 había representado el 58% 
de las adjudicaciones efectuadas mediante procedi-
miento abierto. En el ejercicio de 2005 la totalidad de 
las adjudicaciones por procedimiento abierto se sustan-
ciaron mediante subasta, forma de adjudicación en la 
que, con las necesarias y plenas garantías de publicidad 
y concurrencia, se alcanza la máxima objetividad pues-
to que el precio constituye el único criterio de adjudica-
ción, circunstancia que con toda probabilidad fue deter-
minante para que en este último ejercicio las bajas o 
economías obtenidas en las licitaciones hayan sido sen-
siblemente superiores a ejercicio anteriores. 

Se han analizado 16 expedientes de contratación, 
entre los que se incluyen la totalidad de los remitidos 
por la TGSS y adjudicados mediante subasta. Como 
resultado de este análisis, pueden señalarse las siguien-
tes incidencias: 

a) En la tramitación de los expedientes de contra-
tación 

— Los pliegos de cláusulas administrativas particu-
lares deben precisar los medios de acreditación de la 
solvencia de los licitadores, así como los criterios de 
selección establecidos en función de esa solvencia, 
incluso en los contratos de obras y los de servicios en 
los que la clasificación de los contratistas resulta pre-
ceptiva, lo que permite comprobar la solvencia de aque-
llos posibles licitadores exentos de acreditar la clasifi-
cación, por aplicación del artículo 25.2. del TRLCAP. 
El incumplimiento de este requisito, establecido en el 
artículo 67 del RGLCAP en relación con el artículo 15.3 
del TRLCAP, se ha constatado en un contrato celebra-
do por la TGSS 8.

— El artículo 36.3 del TRLCAP prevé que, en 
casos especiales, el órgano de contratación podrá esta-
blecer en el pliego de cláusulas administrativas particu-
lares que, además de la garantía definitiva ordinaria 
(4%), se preste una complementaria que no podrá supe-
rar el 6 por 100 del importe de adjudicación del contra-
to, pudiéndose alcanzar en conjunto una garantía total 
de hasta un 10% del citado importe. A su vez, el artícu-
lo 59 del RGLCAP establece que, a los efectos previs-
tos en el citado artículo 36.3 del TRLCAP, se conside-
rarán casos especiales aquellos contratos en los que, 
dado el riesgo que asume el órgano de contratación por 
su especial naturaleza, régimen de pagos o condiciones 

8 No se acepta la alegación del Director General de la TGSS, 
puesto que en el pliego de cláusulas administrativas particulares del 
contrato 46603/04, si bien se establecieron, como afirma, los medios 
de acreditar la solvencia, no se establecieron en cambio los criterios 
de selección de los licitadores en función de tales medios, como 
exige el artículo 67 del RGLCAP en relación con el artículo 15 
del TRLCAP, y ello independientemente de que la acreditación de su 
solvencia por el adjudicatario haya sido efectivamente adecuada.

del cumplimiento del contrato, resulte aconsejable 
incrementar el porcentaje de la garantía definitiva, «lo 
que deberá acordarse en resolución motivada». 

Sin embargo, lo cierto es que la TGSS aplica esta 
garantía complementaria no en los casos especiales 
fijados reglamentariamente, sino con carácter general 
en todos los contratos de obras adjudicados mediante 
subasta abierta en función de los porcentajes de baja de 
las ofertas respecto del presupuesto de cada expediente, 
habiendo incorporado esta exigencia en el correspon-
diente pliego tipo, donde se contempla sin opciones 
alternativas.

En aplicación de esta cláusula, al adjudicatario de 
un contrato se le exigió efectivamente una fianza com-
plementaria del 6%, alcanzando en total el 10% del 
precio del contrato, lo que a juicio de este Tribunal 
constituye una carga excesiva para el contratista, puesto 
que su imposición no está fundamentada en circunstan-
cias especiales del propio contrato, que en modo algu-
no se justifican, sino que más bien estarían determina-
das por unos presupuestos excesivamente altos en 
relación con los precios reales de mercado.

Cabe añadir que el establecimiento con carácter 
general de las garantías complementarias previstas en 
el citado artículo 36.3 del TRLCAP para supuestos 
especiales, resulta aún menos justificado si se tiene en 
cuenta que, en esos mismos contratos, los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares establecen, tam-
bién con carácter general, un segundo sistema de garan-
tías complementarias, de hasta un 16 por 100 del precio 
del contrato, en función de la desviación a la baja de 
cada oferta respecto de la oferta media, que no llegue a 
alcanzar los umbrales que definen la presunción de 
temeridad, como permite el artículo 36.5 del TRLCAP. 

A juicio de este Tribunal, este segundo sistema de 
garantías complementarias es el más adecuado para su 
aplicación con carácter general, ya que al estar referen-
ciado con la oferta media del conjunto de los licitadores, 
representa una especial protección de la Administración 
contratante respecto de las ofertas excesivamente bajas 
en relación con lo que cabría considerar como precio 
normal de mercado, con lo que quedarían corregidos los 
posibles defectos del presupuesto del contrato. 

b) En la licitación, adjudicación y formalización 
de los contratos

— El artículo 75.2 del TRLCAP establece que 
deberá justificarse en el expediente la elección del pro-
cedimiento y de la forma de adjudicación utilizados. En 
los contratos de obras, respecto de los cuales el 
TRLCAP ha establecido como formas normales de 
adjudicación tanto el concurso como la subasta, la elec-
ción de una u otra forma de adjudicación, que implica 
el ejercicio evidente de una facultad discrecional por 
parte del órgano de contratación, debe motivarse, bien 
justificando la conveniencia para el interés público de 
que la selección del contratista se efectúe exclusiva- cv
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mente en atención a la oferta cuyo precio sea más bajo, 
utilizando entonces la subasta, o, bien por el contrario, 
atendiendo también a otros criterios distintos del pre-
cio, como los que, de forma no exhaustiva, contempla 
el artículo 85 del TRLCAP, mediante la utilización del 
concurso público. 

La TGSS no ha justificado la forma de adjudica-
ción utilizada en ninguno de los contratos de obras 
adjudicados mediante subasta, salvo mediante la 
mera referencia, puramente formal, a los artículos 73 
y 74 del TRLCAP. Sin embargo, a juicio de este Tri-
bunal, esta deficiencia tiene menor trascendencia al 
no haberse utilizado en ninguno de estos casos, como 
forma de adjudicación, el concurso, cuya elección 
debe motivarse especialmente con referencia a los 
supuestos contemplados en el citado artículo 85  
del TRLCAP. 

— La TGSS ha utilizado el procedimiento negocia-
do en 2 de sus contratos, estando justificados ambos en 
el hecho de tratarse de obras complementarias que han 
sido confiadas a los contratistas de las respectivas obras 
principales, supuesto previsto en el artículo 141.d) del 
TRLCAP. 

En ninguno de estos dos contratos complementarios 
los presupuestos alcanzaron el 20% del importe del 
contrato principal. Además, de acuerdo con la informa-
ción de la que dispone este Tribunal, tampoco alcanza-
ron el citado 20% el importe acumulado de estas obras 
complementarias y de los modificados de los respecti-
vos contratos principales, lo que debe valorarse positi-
vamente.

— Debe destacarse también la frecuencia con la 
que se producen adjudicaciones a ofertas incursas en 
presunción de bajas desproporcionadas o temerarias, lo 
que podría ser indicio de que los presupuestos de licita-
ción no están razonablemente ajustados a los precios de 
mercado. 

De hecho, en la contratación analizada por este Tri-
bunal, el promedio de las bajas de las ofertas que resul-
taron adjudicatarias de los contratos ha oscilado entre 
el 30% y el 42%, alcanzando la media de las bajas obte-
nidas en la adjudicación de las 12 subastas analizadas 
el 34%, con un incremento del 5% respecto de la baja 
media de los contratos adjudicados mediante subasta 
en el anterior ejercicio de 2004, ejercicio en el que la 
media de las bajas fue únicamente del 29%. 

Así, en 7 de los 12 contratos adjudicados mediante 
subasta, es decir, en el 58 % de los casos, resultaron adju-
dicatarias ofertas incursas en presunción de bajas des-
proporcionadas o temerarias, una vez que, previos los 
informes establecidos en el artículo 83.3 del TRLCAP, el 
órgano de contratación estimó finalmente que las ofertas 
eran viables. 

En 2 contratos, la TGSS, previa audiencia de los 
licitadores y previa emisión de los correspondientes 
informes técnicos, rechazó las ofertas más económi-
cas que incurrían en presunción de temeridad. En el 
segundo de estos contratos, la adjudicación recayó 

en otra oferta que fue considerada viable pese a que 
también incurría inicialmente en presunción de teme-
ridad. 

Como incidencias reseñables en la tramitación de 
las ofertas incursas en presunción de ser desproporcio-
nadas o temerarias, cabe destacar las siguientes:

— La falta de emisión de informe técnico, o la 
ambigüedad de los emitidos, por los facultativos con-
tratados para la redacción de los correspondientes pro-
yectos y de la dirección de las obras, constatada en 3 
expedientes. Sin perjuicio del informe técnico del ser-
vicio correspondiente (en el caso de la TGSS, la Ofici-
na Técnica y de Supervisión de Proyectos), como exige 
el citado artículo 83.3 a juicio de este Tribunal resulta 
evidente la conveniencia, cuando no la necesidad, de 
que sean aquellos facultativos que han redactado los 
proyectos y van a dirigir su ejecución, los que se pro-
nuncien en primera instancia sobre la viabilidad de las 
ofertas.

— La utilización en un expediente de argumentos 
para declarar la viabilidad de las ofertas (como los 
compromisos contrastados de los subcontratistas y la 
renuncia por parte de la empresa al Beneficio Indus-
trial) que son igualmente susceptibles de ser valorados 
de forma contraria para rechazar las ofertas.

— Los trámites de audiencia a todas las empresas 
con ofertas incursas en temeridad y de valoración e 
informe por los servicios técnicos de la TGSS, previs-
tos en el artículo 83.3 del TRLCAP, deberían realizarse 
de forma simultánea y no sucesiva. 

Esta tramitación sucesiva ha sido constatada en el 
contrato cuyo objeto fueron las «obras de remodelación 
y ampliación de la Administración y de la Unidad de 
Recaudación Ejecutiva (URE), de Játiva (Valencia)», y 
conllevó la consiguiente demora en su adjudicación, 
que se produjo después de que hubo transcurrido el 
plazo legalmente establecido. 

— La adjudicación por la TGSS de 7 de los contra-
tos de obras en los que se utilizó la subasta se produjo 
cuando ya habían transcurrido con exceso los plazos 
máximos (el normal de 20 días o el ampliado de 40 
días, en los supuestos de presunción de temeridad de la 
oferta más económica), previstos para dicha adjudica-
ción en el artículo 83.2 del TRLCAP, circunstancia que 
habría permitido a los licitadores retirar sus respectivas 
ofertas, con el consiguiente perjuicio para el interés 
público, que podría haberse añadido al perjuicio direc-
tamente causado por la demora en la efectiva ejecución 
de las obras. 

c) En la ejecución y extinción de los contratos

— Las modificaciones contractuales siguen siendo 
frecuentes en la contratación de las obras realizadas por 
la TGSS. Estas modificaciones contractuales han sido 
habitualmente motivadas en la concurrencia de circuns- cv
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tancias que, al menos en parte, pudieron y debieron 
haberse previsto al realizar los correspondientes pro-
yectos iniciales y en la planificación de las obras. 

Así, en la contratación analizada, además de las 
modificaciones de contratos adjudicados en ejercicios 
anteriores, este Tribunal ha podido constatar que la 
TGSS introdujo modificaciones en 8 de los 12 contra-
tos de obras adjudicados durante el ejercicio 2005 
mediante subasta, motivándolas en alguna de las 
siguientes causas: a) falta de licencias municipales; 
b) demora en el desalojo del inmueble; c) falta o insu-
ficiencia de estudio geotécnico del terreno u otras defi-
ciencias del proyecto de las obras, puestas de manifies-
to en la comprobación del replanteo o en la fase de 
ejecución del contrato; d) nuevas reglamentaciones 
urbanísticas o técnicas; e) nuevas necesidades de la 
Administración y; f) incidencias en la ejecución de las 
obras. 

Además, se ha constatado que al menos en una de 
las obras contratadas en 2005 ha dado lugar en este 
mismo ejercicio a la contratación de una obra comple-
mentaria por procedimiento negociado sin publicidad.

En general, cabe afirmar que es excesiva la habitua-
lidad con que los modificados incrementan el precio 
del contrato en un importe próximo al 20%, agotando 
el límite previsto en el artículo 149 del TRLCAP. Este 
incremento parece adquirir en demasiadas ocasiones la 
consideración de normal, cuando en realidad suele 
implicar deficiencias de planificación y, en todo caso, 
disminuye el grado de transparencia de la contratación, 
lo que se agrava por la frecuencia con la que la liquida-
ción final del contrato, por diferencias de medición 
positivas, eleva finalmente ese precio en otro 10%. 

No obstante todo lo anterior, debe resaltarse como 
una mejora en la gestión de la TGSS en este aspecto el 
hecho de que, en el ejercicio 2005, las obras comple-
mentarias analizadas, tal y como ya se ha puesto de 
manifiesto anteriormente, no han incidido acumulativa-
mente respecto de contratos modificados, cuando en 
ejercicios anteriores resultó frecuente que en cada con-
trato de obras se produjeran modificados hasta el 20%, 
obras complementarias también hasta el 20% y final-
mente una liquidación por exceso de mediciones que, a 
su vez, agotaba el 10% previsto, de manera que los 
incrementos del precio inicial de la obra hasta los cita-
dos porcentajes llegaban a tener la consideración de 
normales. 

Estas modificaciones conllevaron suspensiones en 
la ejecución de las obras, ampliaciones de plazo y 
reajustes de anualidades, que ponen de manifiesto defi-
ciencias tanto en la redacción de los proyectos de las 
obras, como en su planificación, supervisión, y en el 
control de su ejecución, al tiempo que redundan final-
mente, en la mayor parte de los casos, tanto en incre-
mentos sobre los costes económicos inicialmente pre-
vistos, como también en retrasos en la entrega de las 
obras contratadas al uso público con el consiguiente 
perjuicio para el interés general.

Como caso especial debe citarse el contrato cuyo 
objeto fue la realización de las obras de rehabilitación 
parcial del inmueble patrimonial de la TGSS sito en  
la c/ Balmes, número 433, de Barcelona, en el que la 
modificación incrementó un 38% el precio del contra-
to, el cual posteriormente resultó nuevamente incre-
mentado en la liquidación final de las obras hasta alcan-
zar el 48% del precio de adjudicación 9. 

III.4.2 Contratos de consultoría y asistencia y de  
servicios 

La TGSS ha remitido a este Tribunal un total de 111 
contratos de consultoría y asistencia y de servicios, casi 
el 50% del número total de contratos remitidos por la 
TGSS correspondientes al ejercicio 2005. El importe 
global de estos contratos fue de 140.229 miles de euros, 
lo que representa el 33% de la contratación total remiti-
da por la TGSS. 

A su vez, el citado importe de 140.229 miles de 
euros representa el 42% del importe total de los contra-
tos de este tipo remitidos por el conjunto de las entida-
des de la Seguridad Social a este Tribunal para su fisca-
lización. 

El objeto de estos contratos ha sido, fundamental-
mente, la prestación de servicios de carácter adminis-
trativo e informático, especialmente en el ámbito de la 
Gerencia Informática de la Seguridad Social (GISS), 
además de la prestación de los servicios de limpieza y 
vigilancia de distintos locales de la TGSS. 

El concurso fue empleado como forma de adjudica-
ción de los contratos en 42 ocasiones, por un importe 
de 40.035 miles de euros, que representa el 29% del 
total contratado, lo que implica una importante dismi-
nución de este sistema de contratación, dotado de las 
máximas garantías de publicidad y concurrencia, res-
pecto de su utilización en la contratación remitida por 
la TGSS correspondiente al ejercicio 2004 (49%). 

En 26 ocasiones se siguió el procedimiento negocia-
do por importe de 14.907 miles de euros, casi el 10% 
del total contratado, mientras que los 43 expedientes 

9 El Director General de la TGSS, en el trámite de alegaciones, 
ha justificado en la concurrencia de causas nuevas o imprevistas la 
modificación de este contrato de obras para la rehabilitación de un 
edificio de viviendas, en Barcelona. Esta alegación no puede ser 
aceptada puesto que de los informes emitidos por la oficina de 
supervisión de proyectos de la TGSS y por el propio arquitecto téc-
nico contratado para la redacción del proyecto y la dirección facul-
tativa de la obra, informes que la TGSS aporta como documentación 
anexa a sus alegaciones, se desprende que algunas de las circuns-
tancias que justificaron la modificación tramitada fueron conocidas 
por la TGSS con anterioridad a la aprobación del gasto y a la convo-
catoria de la subasta, pues respondieron a condiciones de la licencia 
de obras y a exigencias del Ayuntamiento para evitar daños por des-
prendimientos, previas en todo caso a los citados trámites del con-
trato principal. 

La propia cantidad y entidad de las deficiencias observadas des-
pués de iniciada la ejecución de la obra, así como la explicación de 
la TGSS relativa a la dificultad de comprobar las deficiencias en las 
viviendas ocupadas, abonan igualmente la opinión de este Tribunal 
sobre la deficiente planificación del contrato. cv
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restantes correspondieron a prórrogas (42 expedientes) 
y a un modificado, por un importe total de 85.287 miles 
de euros, que representan el 61% del total contratado. 

Se ha analizado una muestra de 69 contratos, el 62% 
de los contratos de consultoría y asistencia y de servi-
cios remitidos por la TGSS, por un importe conjunto de 
127.617 miles de euros, lo que supone el 91% del 
importe total de los contratos de este tipo remitidos por 
la TGSS. Del análisis realizado cabe destacar las 
siguientes incidencias: 

a) En la calificación jurídica de los contratos y en 
los requisitos para contratar con la Administración

— La TGSS calificó como contratos de servicios 
dos expedientes, uno para la «explotación de cafetería y 
comedor en la TGSS y en la GISS», y otro de «recogi-
da, transporte y depósito de bienes muebles y vehículos 
embargados por las Unidades de Recaudación Ejecuti-
va dependientes de la Dirección Provincial de la TGSS 
de Gerona», que debieron calificarse como contratos 
administrativos especiales 10. 

Respecto del segundo contrato citado la TGSS debió 
aplicar la regulación específica prevista en los artícu-
los 107 a 109 del Reglamento General de Recaudación 
de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
1415/2004, del 11 de junio, sin perjuicio de la aplica-
ción con carácter supletorio de la legislación de contra-
tos de las Administraciones Públicas, de conformidad 
con lo dispuesto en el 5.2.b) del TRLCAP 11. Debe seña-

10 El Director General de la TGSS ha alegado que el referido 
contrato de explotación de cafetería y comedor, no puede calificarse 
de administrativo especial al no estar «vinculado al giro o tráfico 
específico de la Administración contratante, por satisfacer de forma 
directa o inmediata una finalidad pública de la específica competen-
cia de aquélla, tal y como reza el citado artículo 5.2.b, que define 
este tipo de contratación», por lo que fue correcta la calificación 
como contrato de servicios al ser su objeto complementario para el 
funcionamiento de la Administración. 

No se puede aceptar la alegación de la TGSS, puesto que la califi-
cación de los contratos administrativos típicos, y entre ellos los con-
tratos de servicios, nunca es subsidiaria de que previamente no resul-
te posible su calificación como contrato administrativo especial. Por 
el contrario, el artículo 5.2.b) del TRLCAP precisamente permite 
calificar como contratos administrativos especiales aquellos contra-
tos que no siendo típicos por razón de su objeto, como ocurre en el 
caso del contrato de cafetería y comedor al que se refiere la alega-
ción, y aun no perteneciendo de forma estricta al giro o tráfico de la 
Administración contratante, sí mantienen una mera vinculación con 
ese giro o tráfico, vinculación que deriva del hecho de que mediante 
tales contratos la Administración satisface un interés público, no 
meramente lucrativo, como es el de proporcionar a su personal faci-
lidades para el mejor desempeño del puesto de trabajo. 

En este sentido se ha pronunciado el Tribunal Supremo 
(STS de 17 de julio de 1995), así como también reiteradamente, la 
Junta Consultiva de Contratación Administrativa (Informes 5/1996, 
67/1999, 42/2001, o el más reciente Informe 24/2005), y el propio 
Tribunal de Cuentas en anteriores Informes de Fiscalización, que 
continuadamente vienen calificando los contratos de explotación de 
cafetería y comedor como administrativos especiales.

11 El Director General de la TGSS defiende en sus alegaciones la 
calificación como contrato de servicios atribuida a este contrato de 
depósito de bienes embargados, argumentando al efecto que la 
entrada en vigor del nuevo Reglamento de Recaudación de la Segu-
ridad Social, aprobado por Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, 

larse, además, que el criterio acabado de exponer coin-
cide con el recogido expresamente tanto en la Circular 
número 8-105, de 10 de mayo de 1999, de la Dirección 
General de la propia TGSS, cuyas instrucciones no fueron 
cumplidas en este contrato, como en el Informe 55/96, 
de 18 de octubre de 1996, de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa.

Como consecuencia de esta incorrecta calificación, 
la TGSS exigió a los licitadores que acreditasen una 
clasificación que sólo resulta exigible en los contratos 
de servicios, incumpliendo lo dispuesto en los artícu-
los 15 y 25 del TRLCAP, y restringiendo así la posible 
concurrencia. 

— Con carácter general en los contratos de redac-
ción de proyectos y dirección de obras, la TGSS admi-
te, previéndolo así en los pliegos de cláusulas adminis-
trativas particulares, la participación en las licitaciones 
de equipos de profesionales no integrados en una socie-
dad debidamente constituida, sin exigirles la constitu-
ción de la necesaria agrupación temporal, con los que, 
en su caso, formaliza posteriormente contratos inde-
pendientes. Con ello la TGSS incumple lo dispuesto en 
los artículos 15, 24 y 68 del TRLCAP, así como el 
criterio expresado por la JCCA en su Informe núme- 
ro 56/97, de 2 marzo de 1998, que advierte sobre la 
inviabilidad de que tenga lugar la adjudicación de un 
mismo contrato a diversos profesionales sin concurrir 
formando una Unión Temporal de Empresas (UTE). 

De hecho, en uno de los contratos analizados fueron 
admitidos a licitación diversos equipos distintos de pro-
fesionales no constituidos en la preceptiva UTE. 

— La acreditación de la solvencia técnica para con-
tratar con la Administración en los contratos de consul-
toría y asistencia técnica y en los de servicios, en los 

al haberse suprimido la norma contenida en el punto 3 del artícu-
lo 136 del Reglamento anterior, según la cual «las relaciones entre 
la Dirección Provincial de la Tesorería General y el depositario se 
regirán por la legislación de contratos del Estado», provocó una 
laguna legal, que debió ser resuelta por la TGSS tramitando el expe-
diente como contrato de servicios.

Esta argumentación no se puede aceptar porque, en primer lugar, 
el contenido contractual del depósito de bienes embargados tiene su 
regulación legal específica en el Real Decreto 1415/2004, por lo 
que no cabe aplicar el bloque normativo propio de los contratos de 
servicios. 

En segundo lugar, estos contratos de depósito de bienes embar-
gados, siendo como se ha dicho de objeto distinto a los contratos 
típicos, están vinculados al giro o tráfico específico de la TGSS y 
satisfacen de forma directa o inmediata una finalidad pública de la 
específica competencia de aquella, por lo que deben calificarse de 
contratos administrativos especiales, definidos en el artículo 5.2 b) 
del TRLCAP. 

En último término, tampoco cabe admitir el argumento de la 
existencia de una laguna legal, pues incluso habiendo sido supri-
mida en el nuevo Reglamento de Recaudación de la Seguridad 
Social la norma contenida en el punto 3 del artículo 136 del Regla-
mento anterior, la aplicación al caso planteado de la legislación de 
contratos de las Administraciones Públicas vendría igualmente 
determinada por la aplicación supletoria —que prevé de forma 
expresa la disposición final primera de aquél— del Reglamento 
General de Recaudación del Estado, tanto del aprobado por Real 
Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, vigente hasta el día 1 de 
enero de 2006 (ver artículo 136.4), como del aprobado por Real 
Decreto 939/2005, de 29 de julio (ver artículo 94.4). cv
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que no sea exigible clasificación, debe hacerse por 
uno o varios de los medios establecidos en el artículo 19 
del TRLCAP. La TGSS incumplió este artículo en el 
contrato cuyo objeto fue la «asistencia técnica para el 
apoyo en la redacción de proyectos y diseño asistido 
por ordenador (CAD) en los proyectos redactados por 
la Oficina Técnica de la TGSS», en el que se utilizó 
como medio de acreditar la solvencia técnica o profe-
sional la acreditación de conocimientos previos míni-
mos de 2 años en el ámbito de la Administración Públi-
ca, sin mayores precisiones, lo que no resulta asimilable 
a ninguno de los medios establecidos a tal efecto en el 
artículo 19 del TRLCAP.

b) En el expediente de contratación

— El artículo 13 del TRLCAP establece que el 
objeto de los contratos deberá ser determinado y su 
necesidad para los fines del servicio público correspon-
diente se justificará en el expediente de contratación. 
Este requisito esencial de los contratos no fue cumplido 
por la TGSS en el expediente que tuvo por objeto el 
servicio de mantenimiento integral del edificio sede de 
la Dirección Provincial de la TGSS en Cádiz. 

Efectivamente, en el pliego de cláusulas administrati-
vas particulares de este contrato la TGSS incluyó, como 
criterio objetivo de adjudicación, la posible mejora con-
sistente en la ampliación del servicio de mantenimiento 
integral a otros edificios dependientes de la propia Direc-
ción Provincial, incluidas las Administraciones de Chi-
clana, Jerez, Puerto de Santa María, Algeciras, etc. 

A juicio de este Tribunal, el mantenimiento integral 
de tales edificios no puede en modo alguno calificarse 
como una simple mejora en la contratación del mante-
nimiento de la sede de la TGSS en la ciudad de Cádiz, 
por lo que se le debió atribuir entidad propia, justificar-
se cumplidamente su necesidad y la insuficiencia de 
medios propios y especificarse el contenido obligacio-
nal del contrato y sus prescripciones técnicas respecto 
de cada uno de los edificios. Cabe añadir que en el 
documento de formalización del contrato no se reflejó 
la ampliación de su contenido a todos esos edificios, 
salvo una referencia genérica a la oferta de la empresa 
adjudicataria, que efectivamente incluyó el manteni-
miento de los expresados edificios entre las prestacio-
nes objeto del contrato.

— De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 71 del TRLCAP, únicamente pueden ser objeto de 
tramitación urgente los expedientes de aquellos contra-
tos cuya necesidad sea inaplazable o cuya adjudicación 
sea preciso acelerar por razones de interés público. 
A tales efectos, el expediente deberá contener la decla-
ración de urgencia hecha por el órgano de contratación 
y debidamente motivada. En cuatro de los expedientes 
analizados la declaración de urgencia fue insuficiente-
mente motivada o estuvo basada en circunstancias que, 
por ser conocidas por la TGSS con anterioridad, habrían 
permitido a la propia TGSS actuar con la antelación 

necesaria para evitar el recurso a la tramitación urgente, 
que debe tener un carácter excepcional.

En este sentido cabe destacar el contrato, ya citado, 
cuyo objeto fue la «asistencia técnica para el apoyo en 
la redacción de proyectos y diseño asistido por ordena-
dor (CAD) en los proyectos redactados por la Oficina 
Técnica de la TGSS», adjudicado por concurso y cuyo 
adjudicatario resultó ser una persona física que venía 
prestando sus servicios a la propia Oficina Técnica de 
la TGSS desde abril de 1998, colaborando desde esa 
fecha en el diseño y redacción de multitud de proyec-
tos, mediante contratos de asistencia técnica sucesivos, 
al menos en los años 2002, 2003 y 2004. Tanto la trami-
tación urgente como la exigencia de que los licitadores 
acreditasen su solvencia técnica y profesional acredi-
tando unos «conocimientos previos mínimos de 2 años 
en el ámbito de la Administración Pública», constituyó, 
a juicio de este Tribunal, una práctica restrictiva de la 
libre concurrencia, que podría encubrir en realidad una 
contratación laboral irregular. 

— Los artículos 67 y 68 del RGLCAP establecen 
el contenido mínimo de los pliegos de cláusulas admi-
nistrativas particulares, en relación con cada tipo de 
contrato, así como el contenido de los pliegos de pres-
cripciones técnicas particulares que, en ningún caso, 
debería contener previsiones propias del pliego de 
cláusulas administrativas particulares, conforme taxa-
tivamente dispone, en su apartado 3, el propio artículo 68 
del RGLCAP.

Se han observado deficiencias al respecto en 8 con-
tratos, entre las que cabe reseñar la no inclusión de pla-
zos de garantía o penalidades específicas en los pliegos 
de cláusulas administrativas, o la inclusión en el pliego 
de prescripciones técnicas de cuestiones tales como la 
forma de pago, la clasificación exigible, las garantías 
necesarias, o cláusulas de confidencialidad, así como la 
no inclusión en el pliego de prescripciones técnicas de 
los precios unitarios o de los requisitos, modalidades y 
características técnicas de las posibles variantes del 
objeto del contrato 12. 

— El sistema de determinación del precio de los 
contratos debe establecerse en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares, de acuerdo con lo dispues-
to en el artículo 200 del TRLCAP y en el artículo 67.7.c) 
del RGLCAP, así como también debe reflejarse ade-
cuadamente en los correspondientes documentos de 
formalización de los contratos, en los que necesaria-
mente deberá hacerse constar tanto el precio cierto que 
ha de abonar la Administración como, en su caso, el 

12 No puede ser aceptada la alegación del Director General de la 
TGSS relativa a que ninguna de las deficiencias respecto del conte-
nido de los pliegos de los contratos, puestas de manifiesto en el 
presente Informe, se produjeron en uno de los ocho contratos a que 
se hace referencia, precisamente en el contrato con número de expe-
diente 2005/2417, puesto que lo cierto es que en el pliego de cláusu-
las administrativas de dicho contrato no se expresaron las penalida-
des específicas aplicables, como por otra parte puso de manifiesto 
el Interventor mediante una observación que no fue solventada por 
el órgano de contratación de la TGSS. cv

e:
 B

O
E

-A
-2

00
9-

70
09



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 102 Lunes 27 de abril de 2009 Sec. III.   Pág. 37217

Cortes Generales 2 de abril de 2009.—Serie A. Núm. 123

23

importe máximo limitativo del compromiso económico 
de la Administración, tal y como dispone el artículo 71 
del RGLCAP. Naturalmente, el sistema de determina-
ción del precio debe ser coherente con el objeto del 
contrato y con las restantes condiciones o cláusulas de 
los pliegos que regulen cuestiones relacionadas con el 
precio, tales como las garantías a constituir por los 
adjudicatarios, la valoración de las prestaciones, las 
formas de pago o las modificaciones. 

En diversos contratos este Tribunal ha apreciado 
deficiencias precisamente en cuanto a esa necesaria 
coherencia entre el sistema de determinación del precio 
y el objeto y las cláusulas del contrato. 

Como ejemplo de lo anterior cabe referirse al con-
trato para el mantenimiento de licencias de software, 
adjudicado por concurso en un importe de 2.549 miles 
de euros, en cuyo pliego se estableció que el precio se 
determinaría a tanto alzado y por la totalidad del objeto 
del contrato y, contradictoriamente, en el mismo pliego 
se previó que con carácter previo a cada certificación 
parcial se detallarían las altas y bajas producidas duran-
te el período a certificar, para su oportuna repercusión 
en el precio. 

A juicio de este Tribunal habría resultado más lógi-
co que la determinación del precio se hubiera hecho por 
precios unitarios referidos a cada una de las diferentes 
licencias y por unidades de tiempo, opinión reforzada 
por el hecho de que el precio que se hizo constar en el 
contrato fue inferior al precio de adjudicación, al pro-
rratearlo por meses en función del periodo máximo de 
ejecución que resultaba posible desde la firma del con-
trato hasta la fecha prevista para su finalización. 

Otro supuesto de incoherencia observado en varios 
contratos consistió en que sus respectivos pliegos de 
cláusulas administrativas particulares establecieron que 
el precio quedaría determinado en función de los pre-
cios unitarios ofertados por los licitadores, mientras 
que el número de unidades del servicio se calculó sólo 
de forma aproximada, por estar subordinado a las nece-
sidades reales de la Administración. 

Aunque es en estos casos cuando el presupuesto del 
contrato constituye el importe máximo limitativo del 
compromiso económico de la Administración, y debe 
consignarse en ese concepto e importe, sin reducción 
alguna, tanto en la Resolución de adjudicación del con-
trato como en su documento de formalización, lo cierto 
es que en los citados documentos la TGSS consignó 
improcedentemente, como importe de adjudicación, el 
importe resultante de multiplicar los precios unitarios 
por el número, que era meramente estimativo, de las 
unidades de servicio a prestar por el adjudicatario, libe-
rando el excedente de crédito previamente retenido. 

Además de esta incorrecta reducción del importe 
máximo de la adjudicación, en perjuicio de las legíti-
mas expectativas de los adjudicatarios, a éstos se les 
exigió constituir las garantías definitivas por el 4% del 
presupuesto de licitación, en aplicación literal de lo 
previsto en el artículo 36.1 del TRLCAP, y ello a pesar 

de que el importe máximo posible del contrato en nin-
gún caso podría alcanzar dicho importe como ha que-
dado señalado 13.

— En un contrato correspondiente a la GISS, el 
pliego de cláusulas administrativas particulares exigió 
la presentación en mano de las ofertas en las propias 
dependencias de la GISS, lo que va en contra de lo pre-
visto en el artículo 80.2 del RGLCAP y en el pliego 
tipo, por tratarse de una práctica limitativa de la libre 
concurrencia.

— El artículo 86.3 del TRLCAP establece que si el 
precio ofertado es uno de los criterios objetivos que han 
de servir de base para la adjudicación, se deberán expre-
sar en el pliego de cláusulas administrativas particula-
res los límites que permitan apreciar, en su caso, que la 
proposición no puede ser cumplida como consecuencia 
de ofertas desproporcionadas o temerarias. Esta norma 
no fue cumplida por la TGSS en 4 contratos integrantes 
de la muestra analizada.

Por otra parte, en 3 contratos se establecieron en los 
pliegos criterios para determinar que ofertas pueden con-
siderarse temerarias o desproporcionadas, contemplando 
asimismo la consecuencia, en tales casos, de que el adju-
dicatario debiera aumentar la garantía definitiva a consti-
tuir por el adjudicatario hasta el 20%, pero sin constituir 
motivo de exclusión. Esta previsión, que no contempla la 
aplicación del procedimiento contradictorio obligatorio 
para constatar la posibilidad de cumplimiento de las 
ofertas incursas en presunción de temeridad, ni la facul-
tad del órgano de contratación de excluir las ofertas que 
finalmente se consideren temerarias, es contraria a lo 
dispuesto en los artículos 83 y 86 del TRLCAP 14.

13 La alegación del Director General de la TGSS, en el sentido 
de «que no se comete irregularidad alguna al establecer en los plie-
gos de cláusulas administrativas particulares que el precio quedará 
determinado en función de los precios unitarios ofertados por los 
licitadores, mientras que el número de unidades del servicio se cal-
cula sólo de forma aproximada, por estar subordinado a las necesi-
dades reales de la Administración, puesto que no se esta excediendo 
del presupuesto máximo de licitación», no se puede aceptar puesto 
que la crítica contenida en el Informe de Fiscalización se refiere, 
precisamente, a la contradicción que resulta de establecer un siste-
ma de precios unitarios y de presupuesto máximo limitativo, lo que 
sin duda resulta correcto cuando no puede determinarse a priori el 
número de unidades que la Administración contratante va a necesi-
tar en el período de duración del contrato, y, en cambio, efectuar la 
adjudicación por el importe obtenido de multiplicar los precios uni-
tarios ofertados por un número determinado de unidades, al mismo 
tiempo que, para mayor incongruencia, las garantías definitivas son 
calculadas sobre el presupuesto del contrato al que ya en ningún 
momento podrá alcanzar el precio real del contrato.

14 El hecho de que, en la práctica, la TGSS haya aplicado correc-
tamente el expresado procedimiento contradictorio, con el posible 
resultado excluyente previsto en el artículo 83 del TRLCAP, como 
alega el Director General de la TGSS, no excluye la deficiencia 
puesta de manifiesto por este Tribunal, referida a la concreta redac-
ción de los pliegos de cláusulas administrativas particulares de los 
contratos señalados y no al modo en que efectivamente se haya pro-
ducido su aplicación. En todo caso, en la redacción de los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares, a las que deben ajustarse la 
adjudicación y la ejecución de los contratos, debieran evitarse ambi-
güedades que pudieran redundar en perjuicio del principio de segu-
ridad jurídica en el que debe enmarcarse necesariamente la activi-
dad contractual de la Administración. cv
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— La TGSS, en un contrato de redacción de pro-
yectos y dirección de obras exigió, sin la debida moti-
vación de las circunstancias especiales concurrentes en 
el caso, una garantía complementaria del 6%, sobre el 
precio de adjudicación, por incluir la oferta del adjudi-
catario una baja en el precio superior al 20% del presu-
puesto de licitación, incumpliendo con ello lo dispuesto 
en el artículo 59 del RGLCAP, en relación con el 
artículo 36.3 del TRLCAP. 

— Las revisiones de precios deben realizarse, en 
los casos en que proceda, de acuerdo con fórmulas o 
índices de carácter oficial, como establece el artículo 104 
del TRLCAP, requisito que no fue aplicado por la TGSS 
en un contrato, lo que fue puesto de manifiesto por el 
Interventor en el trámite de fiscalización limitada pre-
via, sin que el correspondiente pliego de cláusulas 
administrativas particulares fuese corregido por el órga-
no de contratación de la TGSS.

Además, las revisiones de precios como consecuencia 
de las prórrogas de los contratos, en aplicación de lo dis-
puesto en el artículo 101 del RGLCAP no debieran consi-
derarse como modificación contractual y, por lo tanto no 
deberían dar lugar a variaciones de la garantía definitiva, 
variación que sí exigió la TGSS en un contrato. 

— El establecimiento por la TGSS de una cláusula 
relativa a la improcedencia de la revisión de precios en 
los contratos de duración superior a un año, basándose 
en que ya «están contempladas todas las posibles varia-
ciones que puedan producirse», o en que se considera 
«poco probable que se produzcan alteraciones econó-
micas del sector», cuando esta cláusula no va acompa-
ñada de justificación alguna, resulta contraria al espíri-
tu de los preceptos que, sobre revisión de precios, 
figuran contenidos en los artículos 103 y siguientes 
del TRLCAP, así como contraria también al artículo 14 
del mismo texto legal, que exige que los órganos de 
contratación cuiden de que el precio de los contratos 
sea el adecuado al mercado. 

Con todos estos preceptos, el legislador ha querido 
mantener la equivalencia de las contraprestaciones, 
frente a las posibles alteraciones de los precios, sin que 
tales alteraciones se compensen con correlativas dismi-
nuciones en la calidad de ejecución de los contratos, y 
sin que los órganos de contratación tengan la necesidad 
de hacer difíciles previsiones sobre la evolución futura 
de los precios, que luego pudieran no hacerse realidad.

Esta incidencia, puesta de manifiesto por este Tribu-
nal de Cuentas en anteriores Informes de Fiscalización, 
ha sido constatada en 22 contratos de consultoría y 
asistencia y de servicios, todos ellos con plazos de eje-
cución superiores a 12 meses. 

Debe añadirse que en un contrato, la TGSS declaró la 
improcedencia de la revisión de precios por «tratarse de 
un contrato de duración inferior a un año», cuando lo 
cierto es que la duración prevista del contrato era de 36 
meses, lo que pone de manifiesto una deficiente prepara-
ción de los contratos, que se añade al incumplimiento de 
lo dispuesto en el artículo 103.3 del TRLCAP. 

— Como caso especial en cuanto a la revisión de 
precios, debe señalarse el contrato cuyo objeto fue el 
«servicio de vigilancia en todos los inmuebles, incluida 
la sede central, de la Dirección Provincial de la TGSS 
de Barcelona durante los años 2006 y 2007», adjudica-
do mediante procedimiento negociado en un importe de 
2.323 miles de euros, en el que la TGSS estableció que 
no habría lugar a revisión de precios durante el período 
inicial del contrato (2 años), por haberse tenido en 
cuenta en el cálculo del importe máximo del mismo 
todas las posibles variaciones que pudieran producirse 
a lo largo del mismo. 

Sin embargo, lo cierto es que este Tribunal ha com-
probado que tanto el presupuesto como las ofertas pre-
sentadas previeron para el año 2007 un precio superior 
en un 4% al previsto para el año 2006, lo que implica 
que la TGSS fijó unos precios que no eran acordes con 
el mercado, incorporando de forma anticipada una revi-
sión de precios con fundamento en una evolución del 
IPC meramente hipotética, lo que resulta contrario a lo 
dispuesto en el ya citado artículo 14 del TRLCAP. Este 
incremento ni siquiera podría ampararse en el Conve-
nio Colectivo Estatal de las Empresas de Seguridad 
para los años 2005-2008, publicado en el BOE núme-
ro 138/2005, de 10 de junio, que resultaba aplicable a 
la empresa adjudicataria, puesto que el citado Convenio 
previó como regla general unas tablas salariales actua-
lizables en función del IPC. 

c) En la licitación, adjudicación y formalización 
de los contratos

— La TGSS, en 2 contratos de servicios, no ha 
efectuado la publicación de la convocatoria en el 
DOUE, que resultaba preceptiva por cuanto sus respec-
tivos presupuestos excedían del importe previsto a tal 
efecto en el artículo 203.2.b) del TRLCAP, aplicable en 
ambos contratos 15.

15 La alegación del Director General de la TGSS relativa a que la 
publicación en el DOUE de la convocatoria de los referidos contra-
tos no resultaba necesaria por aplicación de lo dispuesto en el apar-
tado 2.c) del artículo 203 del TRLCAP, no puede aceptarse puesto 
que las Entidades Gestoras de la Seguridad Social y la propia TGSS 
están comprendidas a estos efectos entre los Organismos Autó-
nomos a los que se refiere el apartado 2.b) del citado artículo 203 
del TRLCAP. 

A este respecto debe recordarse que, de acuerdo con los artícu-
los 59 y 63 del TRLGSS, las Entidades Gestoras y Servicios 
Comunes de la Seguridad Social tienen naturaleza de entidades de 
Derecho público, y están plenamente sujetas a la aplicación de las 
prescripciones del TRLCAP en materia de contratación (artícu-
los 1.3 del TRLCAP, 95 del TRLGSS y disposición adicional 
sexta de la LOFAGE, que las equiparó en materia de contratación 
a los Organismos Autónomos). 

En consecuencia, debe entenderse que el apartado 2.b) del artícu-
lo 203 del TRLCAP, al incluir en su ámbito de aplicación a los 
Organismos Autónomos sin establecer excepción alguna respecto 
de las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad 
Social, resulta también aplicable a estos entes públicos, y ello inde-
pendientemente de que el legislador español, en estricto cumpli-
miento de las Directivas europeas, habría podido establecer, y no lo 
hizo, umbrales económicos más elevados para los contratos cele-
brados tanto por las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la cv
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Seguridad Social como por los propios Organismos Autónomos, 
concretamente los umbrales económicos previstos en el aparta-
do 2.c) del citado artículo 203 del TRLCAP. 

Esta interpretación resulta, además, coherente con el criterio 
explícitamente recogido en el artículo 177.2 del TRLCAP, respecto 
de los contratos de suministro, así como en los artículos 15 a) y 16 
a) de la nueva Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sec-
tor Público, aplicables, cuando entre en vigor, a los contratos de 
suministro y de servicios, respectivamente, en los que se establecen, 
a efectos de publicidad de los contratos de los Organismos Autóno-
mos y de las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguri-
dad Social, umbrales económicos más rigurosos que los exigidos 
por la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los procedimientos 
de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y 
de servicios. 

En definitiva, el citado artículo 203.2.b) del TRLCAP, en la 
redacción vigente en la fecha del contrato, fija en 154.014 euros, 
excluido el IVA, el umbral a partir del cual es exigible a la Adminis-
tración General del Estado y a sus Organismos Autónomos la publi-
cación de las adjudicaciones de los contratos de consultoría y asis-
tencia y de los de servicios en el DOUE, umbral que resultó 
superado por los importes de los presupuestos de los contratos ana-
lizados en el Informe de Fiscalización, por lo que la TGSS debió 
publicar sus convocatorias.

16 El Director General de la TGSS alega respecto de estos dos 
contratos que la publicación de la adjudicación no resulta exigible 
por estar comprendidos en el apartado 2.c) del artículo 203 del 
TRLCAP. Esta alegación no puede aceptarse puesto que, como se 
ha argumentado en la anterior nota a pie de página, la TGSS está 
equiparada legalmente, a efectos de contratación, a los Organismos 
Autónomos a los que se refiere el apartado 2.b) del artículo 203 del 
TRLCAP, en relación con el artículo 93 del mismo texto legal, que 
regula la publicación de las adjudicaciones.

 
Informe aprobado por el Pleno del Tribunal de Cuentas el 28 de febrero de 2008 40 

                                                                                                                                                                        
Esta interpretación resulta, además, coherente con el criterio explícitamente recogido en el artículo 177.2 del TRLCAP, 
respecto de los contratos de suministro, así como en los artículos 15 a) y 16 a) de la nueva Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público, aplicables, cuando entre en vigor, a los contratos de suministro y de servicios, respectivamente, 
en los que se establecen, a efectos de publicidad de los contratos de los Organismos Autónomos y de las Entidades Gestoras 
y Servicios Comunes de la Seguridad Social, umbrales económicos más rigurosos que los exigidos por la Directiva 2004/18/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de 
los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios.  

En definitiva, el citado artículo 203.2.b) del TRLCAP, en la redacción vigente en la fecha del contrato, fija en 154.014 euros, 
excluido el IVA, el umbral a partir del cual es exigible a la Administración General del Estado y a sus Organismos Autónomos la 
publicación de las adjudicaciones de los contratos de consultoría y asistencia y de los de servicios en el DOUE, umbral que 
resultó superado por los importes de los presupuestos de los contratos analizados en el Informe de Fiscalización, por lo que la 
TGSS debió publicar sus convocatorias. 
16 El Director General de la TGSS alega respecto de estos dos contratos que la publicación de la adjudicación no resulta 
exigible por estar comprendidos en el apartado 2.c) del artículo 203 del TRLCAP. Esta alegación no puede aceptarse puesto 
que, como se ha argumentado en la anterior nota a pie de página, la TGSS está equiparada legalmente, a efectos de 
contratación, a los Organismos Autónomos a los que se refiere el apartado 2.b) del artículo 203 del TRLCAP, en relación con el 
artículo 93 del mismo texto legal, que regula la publicación de las adjudicaciones. 

— Asimismo, la TGSS no ha efectuado o no ha 
acreditado a pesar de haber sido requerida para ello, la 
publicación en el DOUE de las adjudicaciones corres-
pondientes a 6 expedientes de contratación, entre ellos 
los 2 señalados en el párrafo anterior 16, en los que dicha 
publicación era también preceptiva, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 93.2, en relación con los artícu-
los 203 y 204, todos del TRLCAP.

— La TGSS en dos contratos admitió a participar en 
la licitación a dos empresas cuyas ofertas remitidas por 
correo llegaron fuera de plazo y sin que dicha incidencia 
hubiera sido anunciada antes de finalizar el plazo fijado 
en la convocatoria, mediante fax, telegrama o telex, tal y 
como exige el artículo 80.4 del RGLCAP. 

— La TGSS adjudicó durante el ejercicio 2005 
mediante procedimiento negociado un total de 15 con-
tratos de consultoría y asistencia y de servicios, que 
han sido incluidos en la muestra analizada por este 
Tribunal, por un importe total de 12.714 miles de 
euros, lo que, sin incluir prórrogas ni modificados, 
representa el 10% de los contratos de este tipo anali-
zados. 

La utilización del procedimiento negociado sin 
publicidad en estos contratos fue motivada por la TGSS 
en la concurrencia de alguno de los supuestos previstos 
en el artículo 210 del TRLCAP, según el detalle que se 
expresa en el siguiente cuadro: 

Cabe destacar que en ningún caso el procedimiento 
negociado se motivó en el supuesto de imperiosa urgen-
cia previsto en el artículo 210. c) del TRLCAP, lo que 
debe valorarse positivamente por parte de este Tribunal. 

Por otra parte, excepto en un contrato, todos los casos 
de utilización del procedimiento negociado sin publici-
dad por imposibilidad de promover la concurrencia, por 
existir un único proveedor posible, corresponden a con-
tratos de servicios informáticos prestados a la GISS. 

— En los 5 contratos en los que la utilización del 
procedimiento negociado se amparó en su carácter de 
«secretos o reservados», al amparo del artículo 210.g) 
del TRLCAP, la TGSS justificó la utilización de este 
procedimiento de adjudicación en que el Ministro de 
Trabajo y Asuntos Sociales había atribuido, genérica-
mente, dicho carácter a los contratos celebrados para 
dotar de servicios de vigilancia y seguridad a las ofici-
nas de la TGSS, mediante Acuerdos de 28 de diciembre 
de 2000 y de 15 de enero de 2001. 

A juicio de este Tribunal, como ya ha señalado en 
anteriores Informes de Fiscalización, la atribución, gené-
rica e indiferenciada, del carácter de «secretos o reserva-
dos» a este tipo de contratos resulta inadecuada, puesto 
que tanto la clasificación como secreto de un expediente, 
como su clasificación como reservado, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 9/1968, de 5 de abril, reguladora de 
los Secretos Oficiales, corresponden una u otra a diferen-
tes grados de seguridad o confidencialidad, dando asi-
mismo lugar a consecuencias y efectos distintos y no 
siendo aplicables, lo que no ocurre en el presente caso, 
pues se trata de la misma materia. 

La aplicación del procedimiento negociado habría 
tenido en estos casos mejor encaje legal, dentro del 
mismo apartado g) del artículo 210 del TRLCAP, bajo cv
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la rúbrica de «exigirlo la protección de los intereses 
esenciales de la seguridad del Estado», requisito cuya 
concurrencia tiene que acreditarse mediante una decla-
ración expresa, que constituye una competencia minis-
terial indelegable, y que debe producirse respecto de 
cada contrato que se celebre, dado el carácter restrictivo 
y excepcional del propio artículo 210.g) del TRLCAP, 
así como por aplicación de las reglas generales de la 
contratación administrativa 17. 

Esta interpretación coincide con el criterio de la 
Junta Consultiva de Contratación Administrativa, 
expresado en su Informe 26/1998, de 30 de junio, de 
acuerdo con el cual la utilización de esta justificación 
no puede realizarse de forma genérica y por plazo inde-
terminado. Cabe añadir que, en clara contradicción con 
el pretendido carácter secreto o reservado de los contra-
tos, no se estableció ninguna restricción especial para 
su subcontratación.

No obstante, debe señalarse también que en todos 
estos contratos la TGSS solicitó ofertas de varias 
empresas.

— Por otra parte, a juicio de este Tribunal, la utili-
zación por la TGSS del procedimiento negociado sin 
publicidad por la imposibilidad de promover concu-
rrencia, al existir un único proveedor posible, es, en 
muchas ocasiones, consecuencia, de la cautividad tec-
nológica que se genera en la contratación de servicios 
informáticos. 

Ejemplifican esta situación 5 contratos de servicios 
y de suministro relacionados con el proyecto JACADA 
de la GISS, adjudicados todos ellos, al igual que otros 
contratos anteriores celebrados en los ejercicios 2002, 
2003 y 2004, por procedimiento negociado a favor de 
la misma empresa, proveedora exclusiva de estos bie-
nes y servicios, que estuvieron condicionados por la 
previa adquisición de sistemas o aplicaciones informá-
ticos, también por procedimiento negociado, llevada a 
cabo sin publicidad ni concurrencia, cuando la elección 
de la solución tecnológica adecuada a las necesidades 
de la Administración contratante debió llevarse a efecto 
mediante concurso público, como dispone el pliego de 
cláusulas administrativas generales para la contratación 
de equipos y sistemas informáticos, aprobadas por el 
Decreto 2572/1973, de 5 de octubre. 

— Como caso especial debe hacerse referencia al 
contrato cuyo objeto fue la «redacción del proyecto y 
dirección de obras de construcción de un inmueble des-
tinado a Oficina Integral de la Seguridad Social en San-

17 La recientemente publicada Ley 30/2007, de 29 de octubre, de 
Contratos del Sector Público, actualmente en período de «vacatio 
legis», establece explícitamente en su artículo 13.2.d) que la decla-
ración relativa a que en un contrato determinado concurren circuns-
tancias que determinan su no sujeción a regulación armonizada y 
permiten su adjudicación por procedimiento negociado, según prevé 
el artículo 154.f) de la citada ley, por «exigirlo la protección de los 
intereses esenciales de la seguridad del Estado [...] deberá hacerse, 
de forma expresa en cada caso, por el titular del Departamento 
ministerial del que dependa el órgano de contratación», lo que viene 
a ratificar el expresado criterio de este Tribunal. 

tiago de Compostela», adjudicado mediante procedi-
miento negociado en un importe de 728 miles de euros, 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 210.b) del TRLCAP, 
que permite utilizar este procedimiento por imposibili-
dad de promover la concurrencia.

El edificio al que hace referencia el objeto de la obra 
debía construirse sobre una parcela propiedad de la 
TGSS procedente de la reparcelación voluntaria de los 
terrenos sobre los que se asentaba el antiguo Hospital 
General de Galicia.

La TGSS motivó la elección del procedimiento 
negociado en la necesidad de que el proyecto fuese 
redactado por la misma empresa que había redactado, 
anteriormente, el estudio de detalle aplicable tanto a la 
parcela sobre la que se planeaba construir el edificio, 
como a otras colindantes procedentes de la misma 
reparcelación voluntaria, estudio que había sido apro-
bado por el Ayuntamiento de Santiago de Compostela 
de acuerdo con las exigencias del Plan especial de Pro-
tección y Rehabilitación de la Ciudad Histórica. 

A estas últimas parcelas colindantes pertenecía un 
local anexo que la TGSS consideró necesario adquirir 
para mejorar las instalaciones de la primera planta de 
su nuevo edificio. Debe señalarse también que la ven-
dedora de este último local fue la empresa «Galeras 
Entrerrios S.L.», participada al 50% por la Universidad 
de Santiago de Compostela (a través de la empresa de 
su titularidad «Unixest S.L.») y por una determinada 
entidad financiera, así como que la empresa adjudicata-
ria de la redacción del proyecto y de la dirección de las 
obras pertenece al grupo empresarial de la misma enti-
dad financiera.

Aunque el conjunto de las parcelas constituía una 
unidad de actuación arquitectónica, lo que condiciona-
ba técnica y artísticamente de forma recíproca los posi-
bles proyectos de edificación de cada una de las parce-
las afectadas, lo cierto es que esta circunstancia no 
implicaba, ni legal ni técnicamente, la obligación de 
llevar a cabo la redacción de un proyecto de conjunto, 
por lo que nada impedía «la encomienda del proyecto 
de nuestro edificio a otro equipo consultor diferente del 
responsable del conjunto anteriormente aprobado», en 
contra de lo argumentado por la TGSS. 

A juicio de este Tribunal, las razones técnicas aduci-
das deben calificarse como razones de mera convenien-
cia, puesto que nada obligaba a que la redacción del 
proyecto debiera necesariamente encomendarse a una 
determinada empresa, sino que la redacción del proyec-
to, y más aún la dirección de las obras, podría haber 
sido realizada por cualquier facultativo, ajustándose a 
las pautas técnicas y estéticas exigidas por el estudio de 
detalle de la parcela realizado previamente. 

Por todo ello, la aplicación del procedimiento nego-
ciado sin publicidad fue improcedente al no darse la 
circunstancia prevista en el artículo 210. b), es decir, al 
no resultar cierto que tan sólo pudiera encomendarse el 
objeto del contrato a un único empresario. cv
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Debe tenerse en cuenta que el artículo 216 del TRLCAP, 
que precisamente se refiere a las especialidades del 
contrato de elaboración de proyectos, contempla un 
supuesto particular de aplicación del procedimiento 
negociado sin publicidad a contrataciones derivadas de 
un concurso de proyectos previamente celebrado y 
fallado mediante jurado constituido al efecto. En este 
contrato, por el contrario, no consta que previamente se 
hubiera celebrado concurso de proyectos alguno. Antes 
bien, debe considerarse como claramente irregular la 
falta de transparencia y el posible conflicto de intereses 
derivado de la pertenencia al mismo grupo empresarial 
de uno de los socios participes en la empresa vendedora 
del local y la empresa encargada, primero, de la elabo-
ración del estudio de detalle de la parcela y, posterior-
mente, de la redacción del proyecto y de la dirección de 
obras objeto de este contrato 18. 

Cabe añadir que en los planes iniciales de la TGSS 
figuraba contratar también la construcción del edificio 
con la empresa vendedora del local anexo, antes citada; 
contratación que fue informada negativamente por 
la IGSS, por carecer la edificación de un carácter acce-
sorio respecto de la adquisición de citado local. Por el 
contrario, esta misma Intervención de la Seguridad 
Social, no puso reparos en su informe a la posibilidad 
de adjudicar la redacción del proyecto del edificio 
mediante procedimiento negociado sin publicidad, vis-
tas las razones técnicas aducidas por la TGSS, criterio 
que este Tribunal no comparte.

Posteriormente, la TGSS adjudicó el contrato de 
obras del edificio previsto para sus oficinas, ya en el 
ejercicio 2006, a la empresa que estaba llevando a cabo 
la construcción y rehabilitación de los edificios de las 
parcelas colindantes, por encargo de la propia empresa 

18 En este sentido, el Consello de Contas de Galicia en su «Infor-
me de Fiscalización sobre la Universidad de Santiago de Composte-
la. Ejercicio 2003», aprobado el día 15 de junio de 2005, incluyó la 
siguiente conclusión «4.9. También cabe cuestionar si los fines de 
la promoción y venta de viviendas y locales comerciales de Galeras 
Entrerríos, S.L., participada al 50% por la Corporación Caixa Gali-
cia, S.A. y en el otro 50% por Unixest, S.L., se circunscriben al 
ámbito competencial de la Universidad y si, de esta forma, se respe-
ta la limitación de la Ley orgánica de universidades, que impide que 
éstas participen en sociedades sin vínculo con su actividad docente 
e investigadora. En cualquier caso, no podemos compartir la moti-
vación expresada por la Universidad para justificar la adjudicación 
directa a esta sociedad de las parcelas sobre las que se desarrolla la 
actuación, porque resulta gratuito aducir –como se hace– que de 
esta forma se alcanzará una mayor rentabilidad económica sin que 
exista un estudio económico que avale aquélla; o que el socio priva-
do no posee ánimo de lucro, cuando compartirá la rentabilidad que 
se alcance en la operación en la medida en que se beneficiará de 
parte de los beneficios de la actuación –o 50% de los mismos– que 
no revertirán a las arcas de la Universidad; y porque, en última ins-
tancia, resulta reprobable que la pretendida rentabilidad se persiga 
con la incorporación al mercado de la vivienda de suelo que tuvo 
uso público, como el enajenado por la Universidad, sin someterlo a 
ningún régimen de protección pública y por lo tanto de limitación 
del precio de venta de aquellas».

Previamente, en la conclusión 4.6 se dice: «En dos sociedades 
promovidas por la Universidad –[...] y Galeras Entrerríos, S.L.– la 
participación de Unixest, S.L., limitada al 50% del capital social de 
aquellas, elude la obligación de rendición de cuentas y del control 
del Consello de Contas.»

vendedora del local anexo antes citado. Este contrato 
de obras fue adjudicado por procedimiento negociado 
sin publicidad y sin promoción de ofertas, al amparo 
del artículo 141.b) del TRLCAP, con lo que en definiti-
va el reparo interpuesto por la Intervención de la Segu-
ridad Social tuvo unos efectos puramente formales, 
excluyendo la TGSS con su actuación la publicidad y la 
concurrencia no solo del contrato de redacción del pro-
yecto y de la dirección de obra, sino también del más 
importante contrato de obras, que tuvo un importe de 
7.206 miles de euros.

— Las demoras en la tramitación de los expedien-
tes o una deficiente planificación fueron la causa de que 
la TGSS se viese obligada en algunos de sus contratos a 
reducir el plazo de ejecución que se había previsto en 
los pliegos, con reducción proporcional del precio, al 
resultar imposible iniciar la ejecución de los contratos 
en la fecha establecida para ello. A juicio de este Tribu-
nal, la planificación de estos contratos de tracto conti-
nuado que contemplan el inicio de su ejecución en una 
fecha concreta, o a partir de la fecha de formalización y 
hasta una fecha determinada, debería ser particular-
mente cuidadosa y, en su caso, prever expresamente la 
forma de calcular la reducción proporcional del precio. 

Cabe destacar un contrato, que debía tener una dura-
ción de 24 meses y que podía ser prorrogado por otros 
24 meses, pero que, como consecuencia de esta defi-
ciencia, su duración tuvo que ser reducida a 10 meses, 
de manera que, incluida en su caso una posible prórro-
ga, la duración máxima del contrato no podría superar 
los 20 meses, en lugar de los 48 meses previstos cuando 
se inició en el año 2003 la tramitación del expediente, 
lo que constituye una deficiencia significativa teniendo 
en cuenta la compleja y prolongada preparación del 
contrato, que debe calificarse de ineficiente. 

Esta misma deficiencia también ha sido observada por 
este Tribunal de Cuentas en otros 4 contratos de la TGSS.

— La TGSS en un contrato de vigilancia y seguri-
dad rechazó, en la fase de valoración, dos ofertas que, 
según el correspondiente informe, eran inferiores a los 
costes resultantes del Convenio Colectivo aplicable, 
circunstancia que, a juicio de este Tribunal, podría ser 
valorada para determinar la posible temeridad de las 
ofertas, pero que no debería resultar decisiva en la adju-
dicación de los contratos públicos, máxime cuando en 
este contrato, la TGSS impuso posteriormente penali-
zaciones por incumplimiento a la empresa que resultó 
adjudicataria. 

— El artículo 86.3 del RGLCAP establece que 
cuando empresas del mismo grupo concurran a una 
misma licitación deberán presentar declaración que lo 
ponga de manifiesto a los efectos de la determinación 
de las ofertas incursas en bajas temerarias y de valo-
ración de las ofertas económicas, en los términos  
previstos en los apartados 1 y 2 del mismo artículo 86 
del RGLCAP. A su vez, en los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares utilizados por la TGSS se 
prevé la exclusión de las ofertas en el supuesto de que cv
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los datos aportados por los licitadores no sean veraces y 
desvirtúen la realidad. 

Pese a todo ello, la TGSS, en dos contratos de servi-
cios de impresión y envío de documentación, en los que 
empresas del mismo grupo presentaron ofertas y no 
efectuaron la correspondiente declaración, circunstan-
cia que fue puesta de manifiesto por otros licitadores, 
no excluyó las citadas ofertas ni instruyó expediente 
sancionador alguno, limitándose a aplicar las normas 
de valoración establecidas en el artículo 86 citado, sin 
que el incumplimiento de la obligación de información 
por parte de las empresas haya producido ningún efecto 
distinto del que hubiera resultado del exacto cumpli-
miento de dicho deber de información. 

— Por último debe señalarse que la TGSS no cum-
plimentó, en dos de los contratos analizados, el conte-
nido mínimo que deben tener los documentos de forma-
lización de los contratos de consultoría y asistencia y de 
los de servicios, previsto en el artículo 71 del RGLCAP, 
destacando en este aspecto la omisión en ellos de la 
consignación de los precios unitarios o tarifas que 
habían sido ofertados por los adjudicatarios. 

d) En la ejecución y extinción de los contratos

— Las modificaciones contractuales, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 101 del TRLCAP, única-
mente son admisibles cuando sean debidas a necesida-
des nuevas o causas imprevistas, que deberán justificar-
se debidamente en el expediente. Sin embargo, en el 
contrato cuyo objeto fue la prórroga y modificación del 
contrato de mantenimiento de licencias del software de 
la infraestructura de clave publica (PKI), la GISS moti-
vó la modificación, de importe superior al 20% del pre-
cio inicial del contrato, en la necesidad de ampliar el 
objeto del contrato para incluir licencias cuyo plazo de 
garantía concluyó después de iniciado el contrato de 
mantenimiento, pero que habían sido adquiridas con 
anterioridad a la fecha de su celebración, por lo que la 
circunstancia determinante de la modificación era per-
fectamente conocida por la GISS, que debió preverla e 
incluir su coste en el contrato inicial. 

— La TGSS, en aplicación de un criterio estableci-
do por la IGSS en su Instrucción 1/1998, de 5 de mayo, 
sigue la práctica de no solicitar la designación de repre-
sentante de la Intervención para asistir a la recepción de 
aquellos contratos cuyo objeto no sea un bien tangible 
y material, práctica que, además de poder resultar con-
traria a lo dispuesto en el artículo 110 del TRLCAP, 
conduce al resultado de que la realización o no realiza-
ción de este concreto procedimiento de control interno 
desempeñado por la Intervención queda, por la vía de 
hecho, a expensas del criterio y de la decisión del pro-
pio órgano controlado, lo que no parece razonable.

— En dos contratos de la GISS se impusieron pena-
lizaciones a los adjudicatarios por incumplimiento de 
plazo o de los horarios de ejecución del contrato. 

Por el contrario, del examen de la facturación del 
contrato cuyo objeto fue el servicio de vigilancia en 
todos los inmuebles, incluida la sede central, de la 
Dirección Provincial de la TGSS de Barcelona, durante 
los años 2006 y 2007, antes citado, se desprende que en 
seis de las once mensualidades analizadas se han pro-
ducido incidencias tales como retrasos en los horarios 
o, incluso, absentismo del vigilante de seguridad, sin 
que conste que se hayan aplicado penalidades por los 
citados incumplimientos, salvo los descuentos por los 
servicios no prestados, y ello a pesar de que tales 
incumplimientos deberían haber tenido mayor trascen-
dencia por el objeto del contrato, seguridad, y por el 
procedimiento restrictivo de la concurrencia utilizado 
para su adjudicación. 

Incidencia similar se ha constatado en el contrato 
cuyo objeto fue el servicio de vigilancia en edificios de 
la TGSS dependientes de la Dirección Provincial de 
Madrid.

e) En el expediente de gasto

— En un único contrato, celebrado para la explota-
ción de los servicios de cafetería y comedor de la TGSS, 
la imputación presupuestaria del gasto a créditos del 
Capítulo 2º (gastos corrientes) resultó inadecuada a jui-
cio de este Tribunal, ya que en este tipo de contratos los 
pagos a las empresas contratistas son la contrapresta-
ción por los servicios de comedor prestados al personal 
de la propia TGSS e implican por parte de ésta la entre-
ga de prestaciones gratuitas o subvencionadas a su pro-
pio personal, lo que constituye, en definitiva, una pres-
tación de acción social y, por tanto, su imputación debió 
realizarse con cargo a créditos del Capitulo 1º (gastos 
de personal).

III.4.3 Contratos de suministro 

La TGSS, ha remitido a este Tribunal 43 expedien-
tes de contratación de suministros, por un importe total 
de 92.683 miles de euros, lo que representa el 21% de 
la contratación remitida por este Servicio Común y el 
84% del conjunto del gasto en la contratación de sumi-
nistros, efectuado por las Entidades Gestoras y Servi-
cios Comunes de la Seguridad Social. 

Debe destacarse que esta contratación remitida, que 
en general comprende los contratos de mayor importe, 
si bien no alcanza el 10% del total de los contratos de 
suministro adjudicados por la TGSS según las relacio-
nes certificadas, sin embargo representa el 76% del 
importe total de los contratos adjudicados 19. 

El concurso fue empleado como forma de adjudica-
ción en 5 expedientes de contratación, por importe de 
1.587 miles de euros, lo que representa el 2% del impor-
te total de los suministros contratados. Los 38 expedien-
tes restantes correspondieron a 2 prórrogas y a 36 proce-

19 Ver cuadro número 3 en el epígrafe III.1.f) anterior. cv
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dimientos negociados, por un importe global de 91.096 
miles de euros, el 98% restante del total contratado 

Esta importante parcela de la contratación de la 
TGSS se ha fiscalizado prácticamente en su totalidad, 
puesto que de los 43 expedientes recibidos, se ha anali-
zado una muestra de 40 expedientes, por importe de 
91.675 miles de euros, que representa el 99% del impor-
te total remitido, en los que se han observado las 
siguientes incidencias: 

a) En la calificación jurídica de los contratos y en 
los requisitos para contratar con la Administración

— En 7 contratos los medios establecidos por la 
TGSS para que los licitadores acreditasen su solvencia 
técnica no fueron los previstos por el artículo 18 del 
TRLCAP para los contratos de suministro, sino que el 
pliego de cláusulas administrativas particulares se remi-
tió de forma genérica a lo establecido al respecto en los 
artículos 16 a 19 del TRLCAP y, en algunos casos, se 
efectuó una remisión al pliego de prescripciones técni-
cas particulares, documento en el que finalmente no se 
resolvía la cuestión. En otros contratos no se precisaron 
debidamente los criterios de selección de los licitado-
res, basados en los citados medios de acreditar la sol-
vencia, con incumplimiento de lo dispuesto en el ar-
tículo 15 del TRLCAP y en el artículo 63 del RGLCAP. 

Esta deficiencia deriva de la utilización de pliegos 
tipo absolutamente genéricos, aplicables a contratos 
con muy diferentes objetos e, incluso, a contratos de 
diferente tipo, por lo que en modo alguno pueden con-
siderarse como de naturaleza análoga, tal y como exige 
el artículo 49.3 del TRLCAP.

b) En el expediente de contratación

— En el pliego de cláusulas administrativas parti-
culares deben constar las penalidades específicas que 
sean de aplicación al contrato, en cumplimiento de lo 

establecido en el artículo 95 del TRLCAP, mención que 
debe formar parte del citado documento de conformi-
dad con el artículo 67.2.r) del RGLCAP. La TGSS, en 3 
de los contratos analizados no hizo constar las penali-
dades específicas aplicables, incumpliendo las citadas 
normas. 

— Finalmente debe recordarse que la tramitación 
urgente del artículo 71 del TRLCAP está reservada para 
los supuestos excepcionales en que la necesidad sea 
inaplazable o cuya adjudicación convenga acelerar por 
razones de interés público que deberán ser justificadas, 
sin que a este efecto pueda considerarse suficiente la 
mera declaración genérica de la concurrencia de un 
interés público, como se ha observado en 2 de los con-
tratos analizados celebrados por la TGSS.

c) En la licitación, adjudicación y formalización 
de los contratos

— La TGSS adjudicó mediante procedimiento 
negociado 34 contratos de suministro (85% del 
total), por un importe de 86.673 miles de euros (94%); 
mediante concurso público fueron adjudicados 5 
contratos (12,5%), por importe de 1.587 miles de 
euros (2,5%); y, completa la muestra analizada un 
expediente de prórroga, que representó el restante 4% 
del gasto total adjudicado. 

Se ha constatado un notable incremento (74%) del 
volumen de la contratación adjudicado por procedi-
miento negociado en el ejercicio 2005 con respecto del 
ejercicio 2004, si bien debe tenerse en cuenta que en el 
ejercicio 2005 la TGSS adjudicó un contrato bienal de 
licencias de aplicaciones informáticas que por sí solo 
absorbió casi el 50% del importe total adjudicado. 

La utilización del procedimiento negociado en 
estos contratos estuvo motivada en la concurrencia de 
alguno de los supuestos previstos en el artículo 182 
del TRLCAP, según el detalle que se expresa en el 
cuadro siguiente: 
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20 La Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007 modificó el artículo 182 g) del TRLCAP, en el sentido de 
limitar el recurso al procedimiento negociado sin publicidad para la adjudicación de los contratos que se refieran a bienes cuya 
uniformidad haya sido declarada necesaria para su utilización común por la Administración, siempre que la adopción del tipo de 
que se trate se haya efectuado, previa e independientemente, en virtud del correspondiente concurso, a aquéllos de cuantía 
inferior a la establecida en el artículo 177.2 del mismo texto legal.  

Dicha limitación se introduce para dar cumplimiento a la sentencia de 13 de enero de 2005 del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, en la que se falla en contra del Reino de España por la incorrecta transposición a la legislación española de la 
Directiva 93/36/CEE, del Consejo, de 14 de junio de 1993, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de 
contratos públicos de suministro, en concreto por la incorporación de un supuesto de utilización del procedimiento negociado 
sin publicidad no contemplado en dicha Directiva, actualmente sustituida por la Directiva 2004/18/CE, de 31 de marzo de 2004, 
sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios.  

En desarrollo de esa modificación del artículo 177.2 del TRLCAP, la Orden EHA/2/2007, de 9 de enero, de declaración de 
bienes y servicios de contratación centralizada, restringe el sistema de contratación centralizada, previsto en el artículo 183.1 
del TRLCAP para el suministro de los bienes de uso común en la Administración General del Estado, a determinados bienes, 
siempre y cuando el importe del suministro no exceda de los importes fijados en el artículo 177.2 del TRLCAP. Referido al 
ejercicio 2005 y a la Administración General del Estado y sus Organismos Autónomos, el citado importe aplicable sería el de 
154.014 euros, IVA excluido. 

Si bien la citada Orden Ministerial 2/2007 no entró en vigor hasta el día 13 de enero de 2007 y, por lo tanto, no resulta de 
aplicación al ejercicio 2005 fiscalizado, conviene señalar que la totalidad de los suministros analizados en la presente 
Fiscalización contratados por la TGSS a través del sistema de adquisición centralizada sobrepasaron el citado importe de 
154.014 euros y, en consecuencia, no podrían en la actualidad ser llevados a cabo por este sistema, sino que deberían serlo 
mediante la convocatoria de concursos públicos, salvo que excepcionalmente concurriera algún otro supuesto en el que se 
pudiera utilizar el procedimiento negociado, lo que permite valorar la trascendencia de la nueva normativa.  

Cabe añadir que la expresada Sentencia contra del Reino de España por la inadecuada aplicación del procedimiento 
negociado en los suministros de bienes de necesaria uniformidad, previsto en el artículo 182.g) del TRLCAP, no ha afectado a 
los contratos de servicios, respecto de los cuales el artículo 210.f) del TRLCAP permite la utilización del procedimiento 
negociado en los contratos de servicios cuya uniformidad haya sido igualmente declarada necesaria. Este artículo, pese a la 

En relación con estos 34 contratos adjudicados 
mediante la utilización del procedimiento negociado, 
deben hacerse, en primer lugar, las siguientes conside-
raciones generales: 

— En 10 de estos contratos, de los que 9 fueron de 
suministro de medios informáticos y cuyo volumen de 
gasto global representó el 65% del importe total adjudi-
cado por este procedimiento negociado, la utilización 

de este excepcional procedimiento de adjudicación fue 
motivada por la TGSS en la existencia de un único pro-
veedor posible, sin justificar en todos los casos sufi-
cientemente la inexistencia de otras alternativas en el 
mercado. 

— En los 24 contratos de suministro restantes, que 
representan el 70% del número total de los procedimien-
tos negociados y el 35% del total adjudicado por este 
procedimiento, las adjudicaciones se han tramitado a cv
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través de la Dirección General de Patrimonio del Esta-
do, al amparo de lo dispuesto en los artículos 182.g) 20 
y 183 del TRLCAP. 

En 12 de estos contratos consta en el expediente, 
que ha sido remitido a este Tribunal, la realización pre-
via de una promoción de ofertas entre las empresas 
cuyos productos figuran incluidos en el Catálogo del 
Servicio Central de Suministros, lo que constituye la 
plasmación de una posibilidad prevista en el artículo 
193.6 del RGLCAP y resulta al mismo tiempo una 
práctica muy recomendable como instrumento para la 
mejora de los precios y de las condiciones fijadas en el 
correspondiente concurso de determinación de tipo. 

Asimismo, debe hacerse constar que la TGSS, en 
alguno de los contratos en los que no realizó promoción 

de ofertas, obtuvo mejoras de las condiciones económi-
cas prefijadas en el Catálogo del Servicio Central de 
Suministros, mediante la negociación directa con el 
respectivo suministrador y la posterior inclusión de la 
mejora en el propio Catálogo, de conformidad con 
el procedimiento establecido en el artículo 193.6  
del RGLCAP.

Cabe destacar el incremento producido de las adju-
dicaciones de contratos mediante procedimiento nego-
ciado. En el cuadro siguiente se detalla la distribución 
temporal de las adjudicaciones por procedimiento 
negociado efectuadas por la TGSS durante el ejerci-
cio 2005, agrupando las producidas en cada período 
mensual, con expresión del número de contratos adju-
dicados y del importe acumulado correspondiente21. 
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similitud de su contenido no ha sido modificado hasta el momento, y la citada Orden EHA/2/2007 se ha limitado a restringir la 
contratación centralizada a los servicios relacionados con la administración electrónica cuyo importe no exceda de 1.000.000 
de euros.  
21 Debe advertirse que en este análisis se han tenido en cuenta todos los contratos de este tipo y con este sistema de 
adjudicación que han sido incluidos por la TGSS en las Relaciones Certificadas remitidas al Tribunal de Cuentas por la propia 
TGSS, que comprenden la totalidad de su contratación celebrada, excepto los contratos menores, por lo que no sólo figuran 
incluidos los contratos integrantes de la muestra seleccionada. 

20 La Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007 
modificó el artículo 182 g) del TRLCAP, en el sentido de limitar el 
recurso al procedimiento negociado sin publicidad para la adjudica-
ción de los contratos que se refieran a bienes cuya uniformidad haya 
sido declarada necesaria para su utilización común por la Adminis-
tración, siempre que la adopción del tipo de que se trate se haya 
efectuado, previa e independientemente, en virtud del correspon-
diente concurso, a aquéllos de cuantía inferior a la establecida en el 
artículo 177.2 del mismo texto legal. 

Dicha limitación se introduce para dar cumplimiento a la senten-
cia de 13 de enero de 2005 del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, en la que se falla en contra del Reino de España por la 
incorrecta transposición a la legislación española de la Directiva 
93/36/CEE, del Consejo, de 14 de junio de 1993, sobre coordina-
ción de los procedimientos de adjudicación de contratos públicos de 
suministro, en concreto por la incorporación de un supuesto de uti-
lización del procedimiento negociado sin publicidad no contempla-
do en dicha Directiva, actualmente sustituida por la Directiva 
2004/18/CE, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los 
procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, 
de suministro y de servicios. 

En desarrollo de esa modificación del artículo 177.2 del TRLCAP, 
la Orden EHA/2/2007, de 9 de enero, de declaración de bienes y 
servicios de contratación centralizada, restringe el sistema de con-
tratación centralizada, previsto en el artículo 183.1 del TRLCAP 
para el suministro de los bienes de uso común en la Administración 
General del Estado, a determinados bienes, siempre y cuando el 
importe del suministro no exceda de los importes fijados en el artí-
culo 177.2 del TRLCAP. Referido al ejercicio 2005 y a la Adminis-
tración General del Estado y sus Organismos Autónomos, el citado 
importe aplicable sería el de 154.014 euros, IVA excluido.

Si bien la citada Orden Ministerial 2/2007 no entró en vigor hasta 
el día 13 de enero de 2007 y, por lo tanto, no resulta de aplicación al 
ejercicio 2005 fiscalizado, conviene señalar que la totalidad de los 
suministros analizados en la presente Fiscalización contratados por 
la TGSS a través del sistema de adquisición centralizada sobrepasa-
ron el citado importe de 154.014 euros y, en consecuencia, no 
podrían en la actualidad ser llevados a cabo por este sistema, sino 
que deberían serlo mediante la convocatoria de concursos públicos, 
salvo que excepcionalmente concurriera algún otro supuesto en el 
que se pudiera utilizar el procedimiento negociado, lo que permite 
valorar la trascendencia de la nueva normativa. 

Cabe añadir que la expresada Sentencia contra del Reino de 
España por la inadecuada aplicación del procedimiento negociado 
en los suministros de bienes de necesaria uniformidad, previsto en 
el artículo 182.g) del TRLCAP, no ha afectado a los contratos de 
servicios, respecto de los cuales el artículo 210.f) del TRLCAP per-
mite la utilización del procedimiento negociado en los contratos de 
servicios cuya uniformidad haya sido igualmente declarada necesa-
ria. Este artículo, pese a la similitud de su contenido no ha sido 
modificado hasta el momento, y la citada Orden EHA/2/2007 se ha 
limitado a restringir la contratación centralizada a los servicios rela-
cionados con la administración electrónica cuyo importe no exceda 
de 1.000.000 de euros.

21 Debe advertirse que en este análisis se han tenido en cuenta 
todos los contratos de este tipo y con este sistema de adjudicación 
que han sido incluidos por la TGSS en las Relaciones Certificadas 
remitidas al Tribunal de Cuentas por la propia TGSS, que compren-
den la totalidad de su contratación celebrada, excepto los contratos 
menores, por lo que no sólo figuran incluidos los contratos inte-
grantes de la muestra seleccionada. cv
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Los datos reflejados en el cuadro anterior pone de 
relieve el elevado importe de las adjudicaciones reali-
zadas en los dos últimos meses del ejercicio 2005, y 
especialmente, en el mes de diciembre, contrataciones 
que, en su mayor parte, fueron efectuadas a través del 
Servicio Central de Suministros. Los datos correspon-
dientes al mes de mayo no son homogéneos con los de 
los restantes meses y, por ello, no resultan comparables, 
al haberse adjudicado en dicho mes un contrato, al que 
ya se ha hecho referencia, de importe superior a 40.000 
miles de euros.

A juicio de este Tribunal, esta repetida concentra-
ción de adjudicaciones en el mes de diciembre de cada 
año, pone de manifiesto una deficiente planificación 
de las adquisiciones y, en mayor medida incluso, el 
recurso excesivo a las adquisiciones efectuadas a tra-
vés del Servicio Central de Suministros con el objeto 
de lograr un alto grado de ejecución del presupuesto 
anual. Debe significarse además que, como conse-
cuencia de esta práctica, se producen también y de 
forma asociada, numerosas deficiencias relativas a la 
recepción material y a la contabilización de los sumi-
nistros contratados, a las que más adelante se hace 
referencia. 

No obstante debe añadirse también que, a pesar de 
lo indicado con anterioridad, la distribución temporal 
en el ejercicio 2005, en comparación con ejercicios 
anteriores, resulta más equilibrada, lo que a juicio de 
este Tribunal debe valorarse positivamente como una 
mejora en la gestión por parte de la TGSS.

— En definitiva, tanto la necesidad de acudir al 
procedimiento negociado en los casos de existencia de 
un único proveedor como la falta de promoción de ofer-
tas en los suministros de adquisición centralizada, 
ponen de manifiesto la situación de dependencia tecno-
lógica en la que se encuentra inmersa la TGSS, que se 
deriva de contratos celebrados en ejercicios anteriores, 
ya sean de suministro o de servicios, adjudicados en 
ocasiones, sin justificación suficiente, por procedimien-
tos de publicidad y concurrencia restringidos, cuya 
consecuencia negativa consiste en que condicionan la 
posterior libertad de la TGSS a la hora de contratar la 
adquisición de sus posibles ampliaciones, desarrollos, 
modificaciones, así como la de su necesario manteni-
miento, que inexorablemente tienen que adjudicarse al 
mismo proveedor del contrato inicial, y evidentemente 
con los precios que éste imponga. 

Ejemplifican la situación descrita y, en particular, 
la dependencia tecnológica que genera la contratación 
de equipos y sistemas informáticos, los siguientes 
contratos:

— En el contrato celebrado para la «adquisición 
del equipamiento necesario para la actualización tec-
nológica y crecimiento de los 2 sistemas 2064 mode-
lo 111 instalados en el centro de procesos de Orcasitas, 
a 2 modelos de nueva tecnología Z990 en la GISS», 

que fue adjudicado mediante procedimiento negociado 
en un importe de 7.483 miles de euros, sin promoción 
de ofertas por existir un único proveedor posible, caso 
previsto en el artículo 182.c) del TRLCAP, la TGSS 
justificó la adquisición en la necesidad de actualizar 
tecnológicamente dos equipos informáticos adquiridos 
mediante concurso en el año 2002. Sin embargo, esta 
motivación no se ajusta a la realidad, pues lo cierto es 
que el contrato del 2002, cuyo precio fue de 8.000 miles 
de euros, había sido adjudicado también por procedi-
miento negociado lo que, a su vez, se justificó en la 
necesidad de ampliar un ordenador, adquirido mediante 
concurso el año anterior, por un precio de 2.441 miles 
de euros, así como de adquirir otro nuevo ordenador. 

Así, una primera adquisición que, en este caso, se 
efectuó por concurso, ha generado una posterior y dura-
dera relación de dependencia entre la GISS y una deter-
minada empresa que, sin tener en cuenta los gastos de 
mantenimiento y posiblemente de software, ha dado 
lugar a nuevas adquisiciones a esa misma empresa por 
un importe que quintuplica con exceso el suministro 
inicial. 

— El contrato cuyo objeto fue el «alquiler del soft-
ware de la firma IBM en diversos entornos y utilidades 
de todos los sistemas corporativos de la Seguridad 
Social para los años 2005, 2006 y 2007», adjudicado 
mediante procedimiento negociado con un importe de 
42.646 miles de euros, sufrió demoras en su tramita-
ción que obligaron a la TGSS a prorrogar por dos veces 
el contrato anteriormente vigente (firmado en el 
año 2002) para evitar así la interrupción de la continui-
dad del citado alquiler de software. 

— En otros 5 contratos, la justificación del procedi-
miento negociado se basó en la necesidad de adquirir 
un determinado software, distribuido en exclusiva por 
un único proveedor, lo que normalmente se justifica 
mediante la previa realización de pruebas de carácter 
interno con otras aplicaciones informáticas existentes 
en el mercado. A juicio de este Tribunal, los contratos 
de esta naturaleza, que habitualmente condicionan con-
trataciones posteriores sin posibilidad de concurrencia, 
deberían realizarse mediante concurso público en el 
que la Administración determinase claramente la nece-
sidad a satisfacer y fuese luego el mercado, con la 
máxima publicidad y concurrencia, el que determinase 
la solución tecnológica más adecuada, como por otra 
parte prevé el pliego de cláusulas administrativas gene-
rales para la contratación de equipos y sistemas de tra-
tamiento de la información y de mantenimiento, 
arrendamiento y programas, aprobado por Real Decre-
to 2572/1973, de 5 de octubre.

d) En el expediente de gasto 

— La TGSS ha efectuado frecuentemente la recep-
ción del material objeto del suministro contratado en 
los almacenes de las empresas adjudicatarias o en 
dependencias centrales de la propia TGSS, ubicaciones cv
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distintas en ambos casos de los lugares de distribución 
e instalación previstos en los respectivos pliegos y, en 
todo caso, ha efectuado dicha recepción formal con 
anterioridad a la completa instalación y comprobación 
del adecuado funcionamiento de los bienes adquiridos. 

Se trata de contratos que generalmente fueron for-
malizados en los últimos días de cada ejercicio, o, 
incluso, en los primeros días del ejercicio siguiente, en 
los que también se efectuaron las comprobaciones 
materiales de la inversión, oportunamente reflejadas en 
las correspondientes actas de recepción, así como tam-
bién se realizaron los actos administrativos de recono-
cimiento de las obligaciones, por la totalidad, en cada 
caso, del precio de los bienes adquiridos. En estos con-
tratos la propuesta de pago y el pago efectivo de las 
obligaciones quedó condicionado, sin embargo, a que 
la empresa adjudicataria realizase, normalmente en el 
ejercicio siguiente, su correcta instalación y puesta en 
funcionamiento en los lugares de destino, y previa la 
oportuna certificación de todo ello por la TGSS, como 
efectivamente sucedió en la práctica. 

Además, debe recordarse que la recepción y el 
reconocimiento de la obligación de pago por parte de 
la TGSS, antes de que tenga lugar la constatación del 
cumplimiento efectivo e íntegro del contrato por parte 
del adjudicatario, vulneran la regla de «servicio hecho» 
del artículo 21.2 de la LGP y del artículo 14 del TRLCAP.

Sin embargo, esta deficiencia, ya criticada por este 
Tribunal de Cuentas en Informes de Fiscalización ante-
riores, ha sido constatada por este Tribunal en única-
mente 3 contratos de la TGSS, debiendo hacerse cons-
tar que, respecto del ejercicio anterior 2004, en el que 
este Tribunal constató esta deficiencia en 29 contratos, 
se aprecia una cierta mejoría en este aspecto de la ges-
tión contractual de la TGSS, aunque  en otros dos con-
tratos de suministro, formalizados respectivamente para 
la compra de un elevado número de ordenadores (6.000) 
y de impresoras (1.100), para su posterior distribución 

en todo el territorio nacional, las comprobaciones mate-
riales de la inversión en los almacenes de las firmas 
adjudicatarias, las certificaciones globales de instala-
ción y la expedición de las respectivas propuestas de 
pago se produjeron a final del ejercicio, sin que la GlSS 
haya remitido a este Tribunal de Cuentas la documenta-
ción acreditativa de la distribución, entrega e instala-
ción de las impresoras y ordenadores adquiridos en 
cada uno de los lugares de destino, así como las fechas 
en que se efectuó, todo ello a pesar de que este Tribunal 
requirió dicha documentación.

III.4.4 Contratos privados 

La TGSS ha remitido al Tribunal de Cuentas 62 
contratos privados, englobando en esta categoría 
tanto los contratos privados en sentido estricto como 
los contratos patrimoniales, es decir, los sujetos a la 
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas (LPAP), celebrados en el 
ejercicio 2005, por un importe total de 145.382 miles 
de euros, lo que representa el 92% del importe de los 
contratos de este carácter remitidos para su fiscaliza-
ción por el conjunto de las Entidades Gestoras y Servi-
cios Comunes de la Seguridad Social. 

Entre los contratos recibidos destacan los contratos 
de adquisición de bienes inmuebles, que representaron 
un gasto de 124.245 miles de euros, el 86% de gasto 
total de este tipo de contratos. También destaca el 
importante porcentaje que, en el conjunto de estos con-
tratos, corresponde a las adjudicaciones realizadas por 
el procedimiento de contratación directa (96%), de con-
currencia restringida, frente a las adjudicaciones efec-
tuadas por los procedimientos abiertos de subasta o 
concurso (3,5%). En el cuadro siguiente se refleja la 
distribución detallada, por tipos de contratos y por 
formas de adjudicación, de los contratos privados de 
la TGSS:

 
Informe aprobado por el Pleno del Tribunal de Cuentas el 28 de febrero de 2008 51 
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Este Tribunal ha analizado una muestra de 30 de 
estos contratos por un importe de 140.204 miles de 
euros, lo que representa el 48% de los contratos  

de este carácter remitidos y el 96% de su importe, 
con la distribución que se refleja en el siguiente 
cuadro:

 
Informe aprobado por el Pleno del Tribunal de Cuentas el 28 de febrero de 2008 51 

Las incidencias más significativas detectadas por el 
Tribunal en el análisis realizado sobre estos 30 contra-
tos fiscalizados son las siguientes: 

a) Contratos de adquisición de bienes inmuebles 

— Se han analizado 14 expedientes de adquisición 
de inmuebles, por importe de 125.284 miles de euros, 
de los que sólo uno fue adjudicado mediante concurso, 
por importe de 1.134 miles de euros, mientras que un 
total 7 contratos, por importe de 124.150 miles de euros, 
fueron adjudicados mediante adjudicación directa. 

En los restantes 8 casos se trató de adquisiciones 
realizadas a otras Administraciones Públicas, en su 
mayor parte Ayuntamientos, al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 9.4.a) del Real Decreto 1221/1992, de 9 
de octubre, sobre patrimonio de la Seguridad Social, 
que prevé la posibilidad de adquisición directa cuando 
el propietario del bien a adquirir sea otra Administra-
ción Pública o, en general, cualquier persona de Dere-
cho público o privado perteneciente al Sector público. 

En un único contrato, cuyo objeto fue la «adquisi-
ción de unas naves situadas en Piélagos (Cantabria)», 
adjudicado en un importe de 1.854 miles de euros, la 
adquisición directa se amparó en el artículo 9.4.b) del 
Real Decreto 1221/1992, en la redacción dada al mismo 
por el Real Decreto 939/2001, de 3 de agosto, que per-
mite la adquisición por adjudicación directa cuando 
con anterioridad hubiese sido declarado desierto un 
concurso público, circunstancia a la que habría que 
añadir la urgencia derivada de la finalización del arren-
damiento de la nave usada hasta ese momento. 

Sin embargo, a juicio de este Tribunal de Cuentas, 
aunque el incremento en un 42% del precio pagado en 
la adquisición directa de estos bienes con respecto del 
presupuesto de licitación del anterior concurso declara-
do desierto, esté justificado en el tiempo transcurrido 
entre las citadas licitaciones y sobre todo en la mayor 
superficie de los inmuebles finalmente adquiridos, 
resultando a la postre un precio por metro cuadrado 
inferior al presupuestado en el concurso, lo cierto es 

que la diferencia entre los créditos reservados para el 
concurso y para la adjudicación directa (1.300 y 1.800 
miles de euros, respectivamente), así como la diferen-
cia entre la superficie necesaria prevista en el concurso 
y la superficie finalmente adquirida (1.800 m2 y 2.945 m2, 
respectivamente), deben calificarse como diferencias 
sustanciales y habrían justificado la convocatoria de un 
nuevo concurso público.

En 3 casos, la TGSS alegó urgencia o la concurren-
cia de otras circunstancias excepcionales, al amparo del 
artículo 9.4.d) del propio Real Decreto 1221/1992, para 
justificar la adjudicación directa. En una de estas adqui-
siciones, la circunstancia concurrente aducida fue que 
el inmueble adquirido era colindante con otro inmueble 
propiedad de la TGSS y, resultaba necesario para el 
mejor funcionamiento de las unidades administrativas 
instaladas en ellos. En los otros dos casos se trató de 
otras circunstancias excepcionales entre las que prima-
ba, en todo caso, la proximidad de otras dependencias 
administrativas de la propia Seguridad Social.

Finalmente, el último de los supuestos que se ha cla-
sificado como de adjudicación directa ha sido una per-
muta de solares, en la que la TGSS ha entregado como 
pago de parte del precio un solar tasado en un importe 
que excedía del 50% del valor de tasación del inmueble 
adquirido por la TGSS, cumpliendo, si bien por escaso 
margen, el mínimo que exige el citado Real Decre-
to 1221/1992 para calificar el negocio como permuta. 

Las principales incidencias observadas en la fiscali-
zación de estos contratos de adquisición de bienes 
inmuebles han sido las siguientes:

— La TGSS para el contrato destinado a la «adqui-
sición de un solar en Barcelona para la construcción de 
oficinas propias de la Seguridad Social», que tuvo un 
coste de 48.720 miles de euros, suscribió con el Ayun-
tamiento de Barcelona, el 30 de noviembre de 2005, un 
Acuerdo Marco, en aplicación de los artículos 186  
y 187 de la LPAP, de transmisión de terrenos de propie-
dad municipal. Como parte de este pago, se acordó que 
la TGSS transmitiría paulatinamente al Ayuntamiento cv
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de Barcelona los inmuebles e instalaciones que integran 
el Parque de Atracciones del Tibidabo, propiedad de 
dicho Servicio Común. A la fecha de 31 de diciembre 
de 2006 el Ayuntamiento había transmitido a la TGSS 
el 89% de la superficie de la finca. 

Debe hacerse constar que la citada propiedad del 
Tibidabo constituye un bien litigioso, circunstancia de 
la que se hace mención en la escritura de compraventa 
y en el informe emitido por la Asesoría Jurídica de la 
TGSS en relación con el borrador de dicho documento 
público, por lo que en la propia escritura se establece 
que ambas partes conocen el estado litigioso del inmue-
ble y en virtud de ello se prevé que si la TGSS pierde su 
derecho de propiedad debería resarcir al Ayuntamiento 
de Barcelona mediante el pago en metálico del valor de 
dichos bienes litigiosos más los intereses legales que 
procedan. 

Esta cautela implica que fue la TGSS, y no el Ayun-
tamiento adquirente, la que asumió el riesgo de los liti-
gios, en contra de lo dispuesto en el artículo 140 de la 
citada Ley del Patrimonio de las Administraciones 
Pública, según el cual «en los supuestos legalmente pre-
vistos de venta directa deberá constar en el expediente 
documentación acreditativa de que el adquirente conoce 
el objeto y el alcance del litigio y que conoce y asume 
las consecuencias y riesgos derivados de tal litigio».

Cabe añadir que, conforme ha quedado menciona-
do, el carácter de bien litigioso únicamente consta en la 
escritura de compraventa y en el informe previo emiti-
do por la Asesoría Jurídica en relación con el borrador 
de dicho documento. Sin embargo, tal circunstancia no 
consta en ninguno de los restantes informes preceptivos 
previos emitidos, ni en la autorización concedida por el 
Consejo de Ministros, lo que pudiera constituir una 
causa de invalidez del contrato posteriormente celebra-
do, y ello a pesar de la trascendencia económica que 
tendría la pérdida de los litigios por la TGSS, lo que 
podría derivar en la carencia de crédito presupuestario 
suficiente para atender al gasto de la compraventa, 
mediante el resarcimiento económico pactado para 
dicha eventualidad con el Ayuntamiento. 

No obstante lo anterior, debe señalarse que todos los 
recursos interpuestos contra la TGSS en los referidos 
litigios por la propiedad discutida, que han sido fallados 
hasta la fecha, han sido desestimados o inadmitidos por 
falta de legitimación activa de los recurrentes. A fecha 
de febrero de 2007, subsisten dos litigios en trámite de 
recurso de casación ante el Tribunal Supremo.

— En el contrato para la «adquisición de un local 
situado en Santiago de Compostela (A Coruña)» 22, la 
TGSS efectuó el último pago parcial del precio una vez 

22 Este contrato forma parte del conjunto de contratos que reali-
zó la TGSS para la construcción de una nueva sede en Santiago de 
Compostela, en los terrenos del antiguo Hospital General de Gali-
cia, a los que se ha hecho más amplia referencia en el anterior epí-
grafe III.4.2, al analizar el contrato de «redacción del proyecto y 
dirección de obras de construcción de un inmueble destinado a Ofi-
cina Integral de la Seguridad Social en Santiago de Compostela».

que fueron inscritas en el Registro de la Propiedad la 
compraventa del local y la constitución de una servi-
dumbre de paso en favor del inmueble de la TGSS que 
formaban también parte del objeto del contrato. Sin 
embargo, la propia nota de Registro advierte que no 
han sido constituidas las garantías legalmente exigidas 
para el eventual resarcimiento de los daños materiales 
por vicios o defectos de la obra, a los efectos de los 
artículos 19 y 20.1 y de la disposición adicional segun-
da de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordena-
ción de la Edificación, cuestión que adquiere mayor 
trascendencia al tratarse de una obra nueva todavía en 
construcción, no finalizada, circunstancia de la que 
también se deja constancia en la propia nota del Regis-
tro de la Propiedad. 

De todo ello resulta que la TGSS adquirió un local, 
y constituyó una servidumbre sobre otro, abonando 
íntegramente el precio, sin que la parte vendedora haya 
realizado íntegramente su prestación y garantizado en 
la forma legalmente establecida el resarcimiento de los 
daños materiales por los posibles vicios o defectos de la 
obra.

— En el artículo 79 del TRLCAP, de aplicación 
supletoria a los contratos privados y, entre ellos, a los 
contratos patrimoniales de la Seguridad Social, se esta-
blece que, en las adjudicaciones realizadas mediante 
concurso, deberá mantenerse el secreto de las proposi-
ciones presentadas por los licitadores hasta el momento 
de la licitación pública. La TGSS incumplió esta norma 
en el único contrato adjudicado mediante concurso que 
ha sido analizado, toda vez que los sobres de los licita-
dores con la documentación técnica, pero que también 
incluían información y documentación relativas a deter-
minados aspectos constitutivos de sus proposiciones, 
evaluables por tanto como criterios de adjudicación, 
fueron abiertos con anterioridad al acto público de la 
licitación.

— En la totalidad de los contratos analizados, el 
reconocimiento de la obligación se produjo, de forma 
total o parcial, con anterioridad a que tuviera lugar el 
cumplimiento del contrato por parte del vendedor, lo 
que se produce mediante la entrega del inmueble —la 
cual sólo se entiende realizada en el acto de otorga-
miento de la escritura pública—, lo que, excepto en los 
casos de adquisiciones efectuadas a otras Administra-
ciones Públicas, implica el incumplimiento por parte de 
la TGSS de la regla de «servicio hecho» establecida  
en los artículos 21 y 73 de la LGP 23 y en el artículo 14 
del TRLCAP, que no permiten el reconocimiento y 
pago de las obligaciones de la Hacienda Pública sin la 
previa realización por el contratista de la correspon-
diente prestación 24. 

23 La Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuesta-
ria (LGP), entró plenamente en vigor el día 1 de enero de 2005.

24 No puede ser aceptada la alegación de Director General de 
la TGSS, que tras diversas consideraciones sobre cual es la natura-
leza y la normativa aplicable a los contratos de compraventa de 
inmuebles, y sobre cual es el momento en que éstas se perfeccio- cv
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Ejemplifica esta deficiencia el contrato cuyo objeto 
fue la «adquisición de varios locales situados en las 
plantas baja y quinta y 13 plazas de aparcamiento, en 
un edificio sito en la calle Velázquez de Madrid», para 
ampliación de las oficinas propias de la Seguridad 
Social (INSS), que fue adjudicado de forma directa por 
la TGSS en un importe de 11.611 miles de euros. 

La TGSS, como es su práctica habitual, reconoció la 
obligación y efectuó la propuesta de pago el 31 de 
diciembre de 2005, sin que el contrato hubiese sido for-
malizado en escritura pública, a pesar de que previa-
mente había tenido conocimiento, por comunicación 
del propio vendedor, de que la venta a realizar requería 
de autorización judicial debido a que la empresa vende-
dora se encontraba en situación de concurso voluntario, 
por lo que el otorgamiento de las escrituras públicas no 
podría realizarse antes del 31 de diciembre de ese 
mismo año de 2005. 

Transcurridos dos meses sin obtener la citada auto-
rización judicial, la TGSS anuló la obligación previa-
mente reconocida. Debe señalarse que en el expediente 
no había sido acreditada la capacidad y la inexistencia 
de prohibiciones para contratar con la Administración 
de la empresa vendedora, con incumplimiento por tanto 
de lo dispuesto en el artículo 15 del TRLCAP, cuando 
la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensio-
nes del Ministerio de Economía y Hacienda, ya había 
adoptado en enero de 2005 medidas de control especial 
de la empresa de seguros vendedora, dada su delicada 
situación patrimonial. 

— En la totalidad de la contratación analizada, el 
pago total o parcial del precio, efectuado por la TGSS 
en el momento mismo de otorgamiento de la escritura 
pública, se realizó mediante la entrega material de un 

nan, aspectos sobre los que el presente Informe de Fiscalización no 
introduce ningún tipo de confusión, señala que «es a continuación 
(de la adjudicación) cuando se confecciona el documento contable 
para el reconocimiento de la obligación y formalización de la escri-
tura de compraventa», lo que confirma que el reconocimiento de la 
obligación se produce indebidamente, vulnerando la regla de «ser-
vicio hecho», al tener lugar con anterioridad a que el adjudicatario 
haya cumplido su prestación, lo que efectivamente debe entenderse 
producido, de acuerdo con la doctrina del título y el modo, en un 
momento posterior, con ocasión del otorgamiento de la escritura 
pública de compraventa, que lleva implícito la transmisión del dere-
cho de propiedad sobre el bien inmueble adquirido.

Por otra parte, el escrito del Interventor General de la Seguridad 
Social de 3 de marzo de 1999, evidencia que el sistema utilizado 
por la TGSS, que es objeto de critica en el presente Informe, impe-
día asimismo el cumplimiento de los requisitos establecidos en el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 25 de septiembre de 1998, 
para el reconocimiento de la obligación en el supuesto de adquisi-
ción de inmuebles, por lo que suspendió su exigencia «en tanto en 
cuanto se procede, en su caso, a la regulación» del sistema de pagos 
a justificar en la Seguridad Social, regulación que, pese al tiempo 
transcurrido, no se ha producido hasta la fecha. 

Por otra parte, el hecho de que el vigente Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 19 de septiembre de 2003, haya suprimido la compro-
bación de la escritura pública y de la factura en el trámite de la fis-
calización limitada previa del reconocimiento de la obligación, no 
excluye en modo alguno la necesidad de que dichos documentos 
deban existir en ese momento, independientemente de que su com-
probación por la Intervención se relegue hasta el momento de la 
fiscalización plena posterior.

cheque nominativo a favor del vendedor y expedido en 
la misma fecha de la escritura o en fecha inmediata-
mente anterior. Se trata de un procedimiento que, pro-
piciado por el anteriormente criticado reconocimiento 
de la obligación con carácter previo al efectivo cumpli-
miento del contrato, contraviene a su vez lo dispuesto 
en el artículo 73.4 de la LGP, según el cual debe acredi-
tarse la realización de la prestación o el derecho del 
acreedor antes de la expedición de las órdenes de pago. 
En estos casos, el pago debería haberse instrumentado 
a través del mecanismo de «pagos a justificar», previsto 
en el artículo 79 de la LGP. 

b) Contratos de enajenación de bienes inmuebles 

Se han analizado 13 contratos de enajenación de 
bienes inmuebles celebrados por la TGSS en el ejerci-
cio 2005, uno de ellos adjudicado mediante subasta, 
por un importe de 3.756 miles de euros, y los 12 restan-
tes que fueron adjudicados por la TGSS por adjudica-
ción directa, por importe de 9.762 miles de euros. 

Las adjudicaciones directas han correspondido, 
excepto en un caso de enajenación a favor de otra Admi-
nistración Pública, a enajenaciones efectuadas a favor 
de arrendatarios de viviendas o de locales de negocios 
propiedad de la TGSS. 

En el análisis de estos contratos se han observado 
las siguientes incidencias:

— El único contrato adjudicado mediante subasta 
analizado, cuyo objeto fue la enajenación de un edificio 
de la TGSS en Santa Cruz de Tenerife, que alcanzó un 
precio de 3.756 miles de euros, el adjudicatario fue el 
único licitador que se presentó y la venta se realizó por 
el importe de licitación. La adjudicación no fue publica-
da en el BOE, debiendo señalarse que si bien esta publi-
cación no está expresamente contemplada en el tantas 
veces citado Real Decreto 1221/1992, sobre patrimonio 
de la Seguridad Social, si constituye práctica frecuente 
de la TGSS que, a juicio de este Tribunal, debería exten-
derse a todas las enajenaciones y adquisiciones de 
inmuebles, en aplicación supletoria del TRLCAP, para 
favorecer con ello la transparencia de la contratación. 

— En 9 de los contratos analizados, la adjudica-
ción se ha producido a través de la empresa pública 
Sociedad Estatal de Gestión Inmobiliaria de Patrimo-
nio, S.A. (SEGIPSA), que tiene la consideración de 
medio propio instrumental del la Administración Gene-
ral del Estado y de sus organismos y entidades de dere-
cho público vinculados o dependientes para la gestión, 
administración, explotación, mantenimiento y conser-
vación, vigilancia, investigación, inventario, regulariza-
ción, mejora y optimización, valoración, tasación, 
adquisición y enajenación de los bienes y derechos 
integrantes o susceptibles de integración en el Patrimo-
nio del Estado o en otros patrimonios públicos, así 
como para la construcción y reforma de inmuebles 
patrimoniales o de uso administrativo. Todo ello de cv
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acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional 
Décima de la también citada LPAP.

Estas enajenaciones realizadas mediante la enco-
mienda de gestión de la TGSS a SEGIPSA 25,  forman 
parte de la enajenación de 46 fincas registrales realiza-
da por subasta y de 371 viviendas y de los locales arren-
dados efectuada mediante gestión directa, entre los que 
destacan las ventas a sus arrendatarios de la totalidad 
de las viviendas y locales de edificios sitos en la calles 
Ayala, Valenzuela y Cea Bermúdez, de Madrid, así 
como otros ubicados en Barcelona y Zaragoza. 

Las tasaciones para las enajenaciones fueron efectua-
das por la Oficina Técnica de la TGSS, con especifica-
ción de la norma en que se basa, la Orden ECO/805/2003, 
de 27 de marzo, y de los parámetros utilizados. Así, el 
valor de tasación fue calculado por la suma del Valor de 
las Rentas Esperadas y del Valor de Reversión. Sin 
embargo, finalmente, por razones de equidad insuficien-
temente fundamentadas, los precios fueron homogenei-
zados, como parte del propio proceso de tasación, apli-
cando el mismo precio basándose en metro cuadrado a 
todas las viviendas de cada edificio y, con un factor de 
corrección, a los locales comerciales 26. En todo caso, el 
informe de tasación no explicita las circunstancias perso-
nales, excepto la renta, que resultaban aplicables a cada 
arrendatario.

Si bien los precios de venta en la totalidad de los 
expedientes analizados resultaron superiores a los valo-
res de tasación, tal y como exige el artículo 15 del Real 
Decreto 1221/1992, de 9 de octubre, debe destacarse 
que los precios de venta de las viviendas y locales del 
edificio de la calle Ayala de Madrid, analizado de forma 
conjunta, en ningún caso llego a alcanzar el 40% del 
precio de mercado, si éste hubiera sido calculado supo-
niendo libre de arrendamiento la vivienda o local. Por 
su parte, los precios de venta en el edificio de la calle 
Valenzuela de Madrid, representaron sólo el 29% del 
citado valor de mercado 27. 

25 El otorgamiento de esta encomienda de gestión no fue publi-
cado en el BOE, debiendo señalarse que, si bien el artículo 15.3 de 
la LRJAP-PAC establece que las encomiendas de gestión entre 
organismos de Derecho público deben publicarse, en todo caso, en 
el Diario Oficial correspondiente, también lo es que las encomien-
das o encargos realizados a SEGIPSA, que no es una entidad de 
Derecho público sino una Sociedad estatal mercantil, se rigen exclu-
sivamente, en cuanto a su otorgamiento y ejecución, por la citada 
Disposición adicional décima de la LPAP, que no exige en ningún 
momento dicho requisito. 

26 El Director General de la TGSS ha puesto de manifiesto en 
sus alegaciones que «este procedimiento ha permitido obtener un 
importe en la enajenación de las viviendas, en su conjunto, superior 
al que se obtendría por aplicación directa de la referida Orden 
ECO/805/2003, salvaguardando  los intereses de la TGSS en la 
mejor defensa y explotación de sus recursos patrimoniales».

27 El Director General de la TGSS señala en sus alegaciones, 
respecto de los precios de venta de las viviendas y locales de estos 
dos edificios,  que «las rentas que venían siendo abonadas por los 
arrendatarios de viviendas y locales patrimoniales corresponden y 
derivan de la relación jurídica existente con anterioridad a que la 
titularidad de los inmuebles pasara a la Tesorería General de la 
Seguridad Social, de forma que los contratos de arrendamiento ya 
existentes, así como la normativa que les eran de aplicación, deter-
minaban el marco jurídico aplicable (renta, duración, obligacio-

En los citados expedientes la TGSS no ha acreditado 
el cumplimiento de alguno de los siguientes requisitos de 
las enajenaciones de bienes inmuebles, que no pueden 
considerarse automáticamente cumplidos por la enco-
mienda de gestión efectuada a SEGIPSA: a) Haber rea-
lizado la consulta a las Entidades Gestoras o Servicio 
Común de la Seguridad Social respecto su posible inte-
rés en la adscripción del inmueble (artículo 14.2 del Real 
Decreto 1221/1992); b) El previo informe de la Asesoría 
Jurídica, en el que se haya efectuado la depuración jurí-
dica del inmueble; c) Autorización ministerial previa 
para la enajenación (artículo15,1 del Real Decreto 
1221/1992) y d) Informe de la Intervención Delegada.

Finalmente cabe añadir que, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 137.6 de la mencionada 
Ley 33/2003, la participación en los procedimientos de 
adjudicación requerirá el ingreso por parte de los inte-
resados de un 25 por ciento del precio de venta, en con-
cepto de fianza. Sin embargo, de acuerdo con el Anexo 
de Condiciones que rigieron el encargo y realización 
por SEGIPSA de la venta de los inmuebles, las fianzas 
exigidas por esta última entidad a los compradores fue 
únicamente del 10% del precio ofertado.

c) Contratos de arrendamiento de bienes inmuebles

Se han analizado 2 expedientes de arrendamiento de 
bienes inmuebles, ambos de adjudicación directa por 
razones de urgencia, por un importe conjunto de 1.243 
miles de euros, pudiendo destacarse que en el contrato 
cuyo objeto fue el «arrendamiento y reforma del local 
destinado a Administración y Unidad de Recaudación 
Ejecutiva de la Dirección Provincial de la TGSS en Alba-
cete», adjudicado en 481 miles de euros, la urgencia ale-
gada por la TGSS al amparo del artículo 9.4.d) del Real 
Decreto 1221/1992, no está, a juicio de este Tribunal, 
suficientemente justificada, por cuanto el mal estado y 
las deficiencias de los locales ocupados hasta entonces 
por las oficinas de la TGSS no sólo no respondían a cir-
cunstancias imprevistas, sino que eran conocidas y ya 
habían sido puestas de manifiesto con una antelación que 
hubiera permitido llevar a cabo la licitación del arrenda-
miento analizado mediante concurso público. 

d) Contratos de seguro 

— En el único expediente analizado, cuyo objeto 
fue la «prórroga del contrato de seguro colectivo de 
accidentes para todo el personal adscrito a la TGGS 
para el año 2006», la propia TGSS no aplicó la revisión 
de los precios de las primas de acuerdo con el IPC, tal y 

nes, etc.) de obligado cumplimiento que la Tesorería General ha 
debido tomar en cuenta a la hora de la determinación del precio de 
venta», añadiendo que «respecto del inmueble de la calle Valen-
zuela, además se tuvo en cuenta el estado estructural del inmue-
ble, que requería una fuerte inversión en la rehabilitación de sus 
forjados y cubierta, factores estos tenidos en cuenta para determi-
nar el valor actual de la construcción y el factor de homogeneiza-
ción ya mencionado». cv
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como preveía el pliego de cláusulas administrativas 
particulares, por la renuncia expresa de la compañía 
aseguradora. No obstante lo anterior, en opinión de este 
Tribunal, si en estricto cumplimiento del contrato fir-
mado y en el caso de no haber mediado la citada renun-
cia del adjudicatario a la actualización de las primas, se 
hubiera efectuado ésta sin la simultánea revalorización 
de los capitales asegurados, también en función del IPC, 
dicha actualización habría carecido de de toda justifica-
ción, por no mantenerse en tal caso la equivalencia de 
las contraprestaciones.

III.4.5 Otras incidencias comunes a los diversos tipos 
de contratos 

Además de las incidencias referidas a los diferentes 
tipos de contratos que se han reflejado en los epígrafes 
precedentes, por parte del Tribunal de Cuentas se han 
observado las siguientes incidencias significativas en la 
contratación de la TGSS, que afectan a diversos tipos 
de contratos y que, en su práctica totalidad, son reitera-
ción de deficiencias ya puestas de manifiesto en ante-
riores Informes de Fiscalización: 

— El artículo 49.4 del TRLCAP establece, como 
trámite de carácter preceptivo, la existencia de informe 
de la Asesoría Jurídica sobre el pliego de cláusulas 
administrativas particulares, trámite que no puede con-
siderarse cumplido, mediante la utilización de pliegos 
tipo previamente informados por la Asesoría Jurídica, 
si el órgano de contratación de la TGSS no certifica 
expresamente la correspondencia existente entre ambos 
documentos. 

Tampoco puede considerarse que se cumple válida-
mente el citado requisito estableciendo, en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares o en los «cuadros 
de características», que «regirá también el pliego tipo 
de cláusulas administrativas particulares aprobado por 
la Dirección General de la TGSS», puesto que, en defi-
nitiva, supone desnaturalizar el sentido propio de los 
pliegos tipo como documento comprensivo del clausu-
lado uniforme de los contratos de similar objeto y de 
idéntica forma de adjudicación, que únicamente reque-
riría la posterior concreción del objeto y la determina-
ción de algunas de las condiciones del contrato, entre 
las alternativas expresamente previstas en el propio 
pliego tipo, sin cualesquiera otras modificaciones, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49 del TRLCAP. 
Esa remisión normativa al pliego tipo resultaría, en todo 
caso, innecesaria si el pliego de cláusulas administrati-
vas particulares del contrato fuera un fiel reflejo del 
correspondiente pliego tipo, debidamente adaptado a 
cada caso particular. 

Ello tiene generalmente como consecuencia que en 
la regulación de los contratos se produzcan contradic-
ciones y remisiones a cláusulas inexistentes, así como 
que, en definitiva, los pliegos no contengan todas las 

menciones exigidas por el artículo 68, apartados 2 y 7, 
del RGLCAP.

— En cuanto a los contratos adjudicados mediante 
concurso, se han detectado numerosas deficiencias que 
afectan o hacen referencia a la determinación y poste-
rior aplicación de los criterios objetivos de adjudica-
ción 28. Estas deficiencias, observadas, con distinto 
grado de incidencia, tanto en contratos de consultoría y 
asistencia y de servicios como en contratos de suminis-
tro, afectan, principalmente, a los siguientes aspectos:

— Improcedente utilización de características de 
las empresas como criterios de adjudicación, en lugar 
de sólo como medios de acreditación de la solvencia 
de los licitadores, en contra de lo dispuesto en los 
artículos 15 y 86 del TRLCAP. 

— Utilización indebida, como criterio de adjudica-
ción, de las mejoras que pudieran ofertar los licitado-
res, sin determinación previa de su posible contenido y 
de su extensión, en perjuicio de la objetividad que exige 
el artículo 86 del TRLCAP. 

— Falta de precisión previa, en los pliegos de cláu-
sulas administrativas particulares, del método de valo-
ración y de ponderación de cada criterio de adjudica-
ción, lo que también disminuye la exigible objetividad 
y constituye un riesgo para la transparencia de la adju-
dicación.

— Uso de métodos o fórmulas de valoración o de 
ponderación de los criterios, particularmente del crite-
rio económico, que priman la aproximación a la media, 
y no el precio más bajo, o que alteran la importancia 
relativa asignada previamente a dichos criterios en los 
pliegos de cláusulas administrativas particulares, lo que 
resulta contrario a lo dispuesto en el artículo 86.2 
del TRLCAP, al tiempo que producen efectos contra-
rios a los principios de eficiencia y economía.

— Adjudicación de contratos mediante concurso, 
en los que la TGSS no estableció el sistema de bajas 
temerarias o desproporcionadas, como exige el artículo 
86.3 del TRLCAP para los contratos en los que el pre-
cio sea uno de los criterios de adjudicación (como de 
hecho ocurre en la totalidad de los concursos analiza-
dos).

— En contraste con lo anterior, la TGSS estableció 
en algunos contratos límites máximos a partir de los 
cuales las condiciones más ventajosas ofertadas por los 
licitadores no conllevan un correlativo incremento de la 
puntuación del precio o del cualquier otro criterio. 
Estos límites, también denominados «umbrales de 
saciedad» (que actúan en sentido contrario a los 
«umbrales mínimos» que el artículo 86.2 del TRLCAP 
permite fijar para que un licitador pueda continuar en el 
proceso selectivo), desincentivan la competencia y 

28 Ver a estos efectos el «Informe de Fiscalización sobre los cri-
terios de adjudicación utilizados en la contratación en el ámbito de 
la Seguridad Social, durante los ejercicios 2004 y 2005», aprobado 
por el Pleno del Tribunal de Cuentas en su sesión de 26 de abril  
de 2007. cv
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resultan contrarios a los principios de eficiencia y eco-
nomía.

— Insuficiente motivación o incorrecta aplicación 
de los criterios objetivos de adjudicación por la Mesa 
de Contratación o por los órganos técnicos encargados 
de la valoración de las ofertas, en contra de lo previsto 
en el artículo 88 del TRLCAP.

— Finalmente debe señalarse que de acuerdo con 
el articulo 95 del TRLGSS, en la redacción dada al 
mismo por la Disposición Adicional cuarta de la 
Ley 52/2003, de 10 de diciembre, de disposiciones 

específicas en materia de Seguridad Social, la «situa-
ción de estar al corriente en el cumplimiento de obliga-
ciones con la Seguridad Social requerida para contratar 
con las Administraciones Públicas por el párrafo f) del 
artículo 20 de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas será asimismo exigible para él el 
cobro del precio del contrato y durante la vigencia del 
mismo», comprobación que la TGSS no ha realizado 
de forma sistemática.

Madrid, 28 de febrero de 2008.—El Presidente, 
Manuel Núñez Pérez.
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